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TITULO 1 

DE LA NAClOO y EL TERRITORIO 

ARTICULO 10.- El artículo lo. de la Constituci6n Política quedará así: 

• La RepGblica de Colarbia es un Estado soberano, de forma unitaria y 

sanetido a un régimen de deIoocracia participativa". 

El actual artículo lo., originario de 1886, está redactado en una forma que, 

después de ciento ~Q. años de vigencia, resulta anacrónica, al hablar de que 

"la naci6n colombiana se reconstituye en forma de república unitaria". 

(Subrayado nuestro). La expresi6n "se reconst~ye" tuvo sentido en 1886, cuando 

se trataba de cambiar la forma de Estado federal, que venía rigiendo desde las 

constituciones de 1858 y 1863, por la unitaria que se quiso restituír en 1886, 

por razones hist6ricas y políticas ampliamente conocidas y justificadas. al cabo 

de más de un siglo de haber sido reimplantada y ratificada esta forma, en las 

sucesivas enmiendas a que se ha sometido la Constituci6n, resulta ya carente de 

sentido conservar esa expresi6n. Pero, además, el artículo vigente no define ni 

la calidad del Estado, ni algo que es esencial: el tipo de régimen político al 

cual deberá estar sometido. 

En consideraci6n a lo anterior proponemos un nuevo artículo en el cual se 

señala, de manera suscinta y clara, la calidad del . Estado colombiano- cano 

Estado soberano-, su forma- la de Estado unitario-, y el régimen político que en 

él ha de imperar: el de la democracia participativa, que en modo alguno excluye 

el que sea, a la vez, representativo. En el texto del proyecto de reforma 

presentado a segundo debate en 1989 se decía que "Colombia es una República 

unitaria e independiente, un Estado de Derecho, democrático, representativo, 

social y descentralizado". Pero esta f6rmula incurría en varios errores 

conceptuales. En primer lugar, no es la República sino el Estado el que es 

unitario. Debe anotarse que el término "República" tiene ante todo una 

significaci6n política, por oposici6n a la Monarquía; más que una forma de 

Estado, es una forma de régimen. La forma de un Estado se deriva de la 

/ 
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organización y distribución de los elementos básicos que lo conforman, esto es 

el territorio, la población y el poder público; es, pues, una cuestión más 

técnica que política. En segundo lugar, el carácter de "independiente" se deriva 

del hecho de ser soberano. En tercer lugar, en lo que hace a las calidades de 

"Estado de derecho", de "representativo", de "social" y de "descentralizado", 

ellas han de desprenderse lógicamente del contenido mismo de la Constituci6n, en 

la medida en que en ella se consagren normas que garanticen esas calidades. y el 

carácter de "democrático" está ya definido en el artículo propuesto, al adoptar 

formalmente este tipo de régimen. 

Por lo demás, sobra la definición de lo que es una Constitución, tal como lo 

hacía el mencionado proyecto en el segundo inciso del artículo propuesto, por 

cuanto una Constitución no debe comenzar por definirse a sí misma. Ello no es 

tarea que le corresponda a la propia Carta; es más propio de la enseñanza del 

Derecho Constitucional. 

ARTICULO 20. El artículo 20. quedará así: 

-La soberanía nacional reside esencial y exclusivamente en el pueblo, quién la 

ejerced a través de sus representantes, libremente elegidos, o por medio de los 

procedimientos de la democracia directa consagrados en la Constitución. Del 

pueblo soberano emanan los poderes públicos que se ejercerán en los términos que 

esta Constitución establece". 

El artículo propuesto aclara de una vez por todas, para comenzar, el crucial 

aspecto de la titularidad de la soberanía, estableciendo que ésta reside en el 

pueblo, concebido este término en los alcances que le dá el Derecho Público, 

esto es, todas las personas que tienen derechos políticos dentro del Estado. 

Además, sin abandonar la práctica de la democracia representativa, el artículo 

le abre paso a la democracia participativa, al establecer que el pueblo puede 

también ejercer la soberanía de la cual es titular, a través de "los 

procedimientos de la democracia directa", y que estos procedimientos deben 

estar, igualmente, consagrados en la Constitución. En efecto, como se verá más 

adelante, proponemos los procedimientos del plebiscito y del referéndum, en las 
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circunstancias y bajo las condicUnes que oportunamente señalaremos. 

ARTICULO ~ J .- El inciso lo. del artículo 30. quedará así: 

"Son limites de Coloobia con las países vecinos, las definidos en las 

correspondientes tratados pGblioos aprobados por el Congreso Nacional·. 

Con el inciso propuesto se busca enmendar la antitécnica e inconveniente 

redacción del actual inciso primero del artículo 30., el cual, para comenzar, 

dice que son límites de Colombia "con las naciones vecinas", cuando,para mayor 

exactitud, debiera hablarse de países, término éste que hace relaci6n a un 

territorio, es decir, que tiene una significaci6n geográfica, y no de naciones, 

término que hace relaci6n al elemento humano. Enseguida el texto vigente hace la 

enumeraci6n taxativa de cada uno de los tratados de límites con los países 

vecinos, pero deja por fuera todos aquellos tratados que, en los últimos 

decenios, han determinado los límites del mar territorial colombiano. Para 

incluír estos tratados, que también fijan los límites de Colombia con los países 

vecinos, sería necesario optar por el procedimiento de una reforma 

constitucional, lo cual, de por sí, resulta engorroso. Y lo mismo habría que 

hacer cada vez que, por cualquier circunstancia, hubiera modificaci6n en este 

campo. El actual artículo se ha quedado corto, entonces, por cuanto s6lo se 

refiere a los límites del suelo, dejando por fuera los del mar territorial y la 

plataforma submarina que, en los tiempos modernos, son tan importantes como 

aquellos. 

Todos estos inconvenientes se obvian con la redacción del inciso que proponemos, 

por cuanto ella es clara y precisa al remitirse a los límites establecidos por 

los correspondientes tratados públicos, sin necesidad de hacer la enumeración 

taxativa de estos tratados. 

ARTICULO V
j 

- El inciso 30. del artículo 30. quedará así: 

" Además del suelo, ~rendido dentro de los límites a que se refiere el 

.- . 
-' 
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" inciso anterior I forman igualmente parte de Coloot>ia el subsuelo, el espacio ' 

aéreo, el mar territorial adyacente a sus costas, la zona contigua, la 

plataforma subnarina y la zona eoon6mi.ca exclusiva en los mares y golfos 

l:imftrofes, de conformidad con el derecho internacional y los tratados o 

convenios internacionales apcobados por el Congreso, o con la ley ooloobiana en 

ausencia de los m; SIDOS, así como todas las islas, islotes, cayos, lOOrros Y 

bancos que le pertenecen dentro de sUs Meas marinas, incluídos la isla de 

Malpelo y el archipiélago de San Andrés Y Providencia". 

En el inciso propuesto se refundenl de manera más técnica, los incisos 30. y 40. 

del actual artículo 30. Eomo primera medida se incorpora a la norma 

constitucional un importantísimo componente del territorio que faltaba por 

incluír en el a rtículo vi gente : e l subsuelo . Aunque este componente se entendía 

t§citamente incluído en los numerales 20. y 30. del artículo 202 (referentes a 

las minas y salinas, el primero, y a las minas de oro, plata, platino y piedras 

preciosas, el segundo), se hace necesario mencionarlo de manera expresa y de un 

modo m.3.s genérico . Enseguida se incorporan tarrbién la "zona econ6mica exclusiva" 

dentro del mar territorial, con lo cual se moderniza nuestra Constitución al 

recoger las nuevas concepciones del llamado derecho del mar I que concede a los 

Estados el usufructo de los recursos marinos contenidos m.3.S allá de la 

jurisdicci6n nacional sobre los límites estrictos del mar territorial adyacente 

a sus costas. 

Dentro del contexto de este inc~so, se hace, además, menci6n expresa de las 

islas, i s l otes, cayos, morros y bancos, incluyendo, por su nombre, el 

archipiélago de San Andrés y Providencia y la isla de Malpelo, como parte 

integral del suelo colombiano que son. Sobra hacer mención del tratado celebrado 

entre Colombia y Nicaragua, respecto del archipiélago de San Andrés y 

Providencia, (como lo hace el actual inciso 30.), por cuanto se entiende 

tácitamente incluído, como es lógico, en el inciso primero. 

TITULO 111 

DE LOS DEREX:lJOS CIVILES 

Y GARANTIAS SlXIALES 

., ~ ' , 
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ARTICULO - El Artículo 16 quedará así: 

". ' .• , ~ \ t-. ' " .. '/" 

-' 

"Las autoridades de la República están instituidas para prote<)er a todas las--.... 7 
personas en Coloot>ia en sus vidas, honra y bienes, y para asegurar el 

CUlTplimiento de los deberes sociales del Estado Y de los particulares. La 

defensa y respeto de los derechos humanos es obligación ineludible tanto de las 

autoridades públicas cano de lo 

La reforma propuesta al actual artículo 16 comprende dos aspectos. En primer 

lugar se suprime la palabra "residentes", por cuanto la obligación oe protección 

de la vioa, honra y bienes que tienen las autoridades de la República no sólo 

cobija a las personas residentes en Colombia, sino que se extiende a cualquier 

indi viduo que se encuentre dentro de nuestro terd todo, ya sea residente o 

transeúnte, nacional o extranjero, de la misma manera que todas estas personas 

están obligadas a cumplir con la Constitución y las leyes y a obedecer y 

respeta~ a las autoridades colombianas, conforme lo establece el artículo 10 de 

la Carta. Bajo el actual artículo 16 pareciera que los transeúntes, no 

residentes, con~ es el caso de los turistas que nos visitan, están desprotegjdos 

en sus derechos esenciales en teLritorio colombiano. Se hace, por ello, 

i ndispensable corregir esta imprecisión. 

En segundo l ugar se hace menci.ón expresa de los óerec¡'os humanos, para señalar 

q'-le la defensa y respeto de éstos no sólo es obl igación i neludible de l as 

autor i cades públicas, sino que incumbe igualmente a los particulares. De esta 

manera la defensa y respeto a los derechos humanos, por parte de toda la 

poblac i. ón colombiana, se eleva a canón constituc i onal de modo perentorio y 

expreso. 

.l\HTICULO El artículo 17 quedará así: 

"El trabajo es un derecho social que gozará de la especial protección óel 

Estado. 

"Los tratados o convenios referentes al trabajo celebrados con otros Estados 

o con entidades jnternacionales quedarán incorporaOos a la Legislación nacional 
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"La ley regulará el trabajo, las condiciones de igualdad entre los ~ 

trabajadores, el ingreso al servicio público por el sistema de concursos, la 

estabilidad en el eapleo y las situaciones de retiro". 

El derecho al trabajo es el soporte de las clases menos favorecidas, de las que 

no tienen otra riqueza que su fuerza material o intelectual para defenderse de 

las fluctuaciones de la economía. Son los fenómenos económicos, la devaluación, 

la inflación, etc. los principales enemigos del ingreso y capacidad de compra de 

los asalariados. 

El artículo 17 de nuestra Constituci6n Nacional señala que el trabajo gozará de 

la especial protección del Estado, más no prevé "el derecho al trabajo", 

haciéndolo nugatodo, más aún entratándose de empleados públicos que carecen de 

estabiljdad y su permanencia en los cargos no depende hoy del correcto desempeño 

de la fundón pública y de la prestación eficiente del servicio a la 

colectividad, sino más bien y de manera prefer-ente del capr-icho del agente ce la 

admin i. str-ac ión quien actúa con frecuencia abusando de la denominada facultad 

discredonal en el ejercicio torcido y con desviaci6n de poder de la potestad de 

libre nombramiento y remoci6n en relación con sus empleados. 

Son muy significativos los casos en que se clesbor-da él oiarjo dentro c;e la 

func i ón públ.ica ( el recto sentido de la atdbución discrecional, atentando 

contra el derecho al trabajo, ent r atándose de eficientes servidores públ:i.cos que 

aunque cumplen normalmente con sus deber-es y obJ.jgac i ones en el ejercicio de sus 

empl eos, son reürados sin fórmulad de juicio ni mot i vación alguna por- r-azones 

tx>l 'íti cas o personales, no obstante haber laboracl0 en forma eficiente y cumpl i.do 

con el [X)E".tulado universal inspj r-ado en la prestación del buen servicio a la 

colectividad lo que justjfica la necesidad de elevar a canón constitucional el 

aLt ~culo propuesto, rara que sea la Jey la que fije las condic i ones de 

estabili¿ao en relación con el derecho al trabajo, en la for-ma mencionada. 

ARTICULO - El art'ículo 19 q ueclará así: 

6 
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público a cargo de la Naci~ Y(_.~ e '. \_"1-':).." 
derecho de la persona humana de carácter obligatorio, que se presta bajd---tª-- . __ '~~,Y~ 

dirección ,coordinación y control del Estado, con el objeto de permitirle al q 

.. La Seguridad Social es un servicio 

ciudadano una protección social integral que lo libere de las contingencias que 

puedan crearle un estado de necesidad. 

" La financiación de la seguridad social estará a cargo del Estado Y de la 

comunidad en forma solidaria en los términos y condiciones señalados por la ley. 

ti La asistencia pGblica será asumida directamente por el Estado cuando la 

persona no se encuentre vinculada a ningún régimen de seguridad social y deberá 

prestarse en todo caso a quien careciendo de medios de subsistencia y de derecho 

para exigirla de otras personas se encuentre físicamente incapacitada para 

trabajar. 

n La ley determinará la forma cerno debe prestarse la asistencia públ ica y el 

régÜDen administrativo, financiero y prestacional correspondiente. 

A fín de dar solución al grave problema de la Seguricad Socia] se propone la 

reforma oel artículo 19 de la Carta Fundamental para que ésta sea un servicio 

público a cargo de la Naci6n y un derecho oe la persona humana oe car:ácter 

obligatorjo bajo la direcci6n del Estado. 

Colombic es quizá uno de los pocos países donde no existe una regulaci6n 

constitucional adecuada en materia de Seguricac Socia] como ocurre en la mayoría 

de los textos const itucionales de ~íses lberoámericanos. 

Nadi.e pc>Crá negar la neces idad que existe entre nosotcos hoy en cía, acecca de 

su normat i vidad que elimine los insensihles pro[>Ósjtos de privatizacjón del 

seguro social, evi.te el desmonte de Jos aportes estatales, la excesiva 

bu!:'occacj.a cue nF.l. impedido su funcionamiento y sepulte definitivamente el 

clesoarajuste económico y la j neficencj a acrecentada del seguro y de los 

o rg ani.smos de prevjs:i.ón social c;ue e:dsten en Colombi.a. 

Con Est<'lc10 el la segur i Ó2(~ . 1 soc 1 ele. se ateí1(~et:'ían en fenna 
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ef i ei ente aquellas contengend as derivadas del accidente oe trabajo, de las". 

enfennc?cJades , de la invalidez, vejez y muerte, de la horfandad y desempleo, con 

la persrect:i va de que su cobertura haga posj ble la asistencia públ ;.ca a todos /10 
los habitantes del territorio nacional. 

Lo concerniente a la gestión compartida entre el Estado y los particulares que 

constituye en sistema más conveniente para el manejo de la seguridad social! 

deberán ser determinados por la ley, así como la responsabilidad que le 

corresponda a cada uno de los protagonistas o gestores. 

Con ello se interpreta el clamor nacional que sobre este punto se ha formulado! 

con el ánimo de contribuír a consolidar la verdadera justicia social que con la 

seguridad social de los Colombianos el país anhela con prontitud. 

ARTICULO El artículo 20 quedará así: 

"Los particulares son responsables ante las autoridades por infracción de la 

Constitución o de las leyes, y por violaci6n de los derechos humanos. Los 

funcionarios p6blicos lo son por las mismas causas y por extralirnitaci6n de 

funciones! o por OOIisión en el ejercicio de éstas". 

El. a'LtícuJo profmesto la guita, en su redacción, el cacácter restricti.vo con el 

cl1al está concebi.<'la en el actual la responsabj U dad de los part i.cu lares, al 

éedx que éstos "no son t:esponsables" ante Jas autoridades "sjno" por infracción 

ce la Constitución y de las leyes. En concorcanc ia con el segun00 pacágrafo, oe 

los óereci10s humanos, tanto por [.Y:Jcte de los par.ticulares como de las 

autoridades. (Lo demás queda como está). 

g 

'. 
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ARTICULO 7:.- Al artículo 25 se agregará lo siguiente: 

"Quien voluntariamente confiese la comisión de un delito, o contribuya al 

esclarecimiento del mismo, se hará acreedor a los beneficios que la ley 

determine" 

Con la norma propuesta no sólo se mantiene la prohibición de la tort,ta como 

medio de obtener confesión, sino que se crea un estímulo, de carácter legal, para 

la confesión voluntaria por parte del delicuente y para quienes contribuyan al 

esclarecimiento de los delitos, tal como existe en otras legislaciones modernas. 

Bajo las circunstancias que vive el país resultaría a todas luces beneficioso 

elevar esta figura a canón const i tucional. La ley se encargaría ce establecer los 

requisitos y condiciones bajo l os cuales se otorgaría ese estímulo. 

" 
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ARTICULOlo~.- El inciso 20. del artículo 28 quedará así: 

WEsta disposici6n no iDpide que aún en tieu:p:> de paz, pero habiendo graves 

moti vos para temer perturbaci6n del oroen pGblico, sean aprehendidas y retenidas 

mediante orden del Gobierno, pcevio dictámen del Consejo de Ministros, las 

personas contra quienes haya graves indicios de que atentan contra la paz 

pGblicaw
• 

La reforma del anterior inciso consiste en precisar mejor lo referente al 

dictámen que, según el actual artículo 28, lo dan "los ministros", término vago 

que puede ser interpretado de diversa manera:lcuales ministros? Se entiende que 

son todos ellos reunidos en Consejo de Ministros. De ahí que resulte mejor 

referirse expresamente a esta corporación que, junto con el Presidente de la 

República, conforma el Gobierno en sentido estricto. Por lo demás, hay que tener 

presente que es la propia Constitución (Art.120,70.) la que encarga al 

Presidente, como jefe del gobierno, de la conservación del orden público 

nacional. 

I(} 
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ARTICULO I r.- El inciso 40. del artículo 30 quedará así: 

"Con todo, el legislador, por razones de equidad o de justicia, podrá 

determinar los casos en que no haya lugar a indeunizaci6n, mediante el voto 

favorable de la mayoría de una y otra cámara". 

El legislador colombiano dispone, en virtud del inciso 40. del artículo 30, 

introducido en la reforma constitucional de 1936, uno de los instrumentos más 

importantes, para realizar en el país una verdadera justicia distributiva en lo 

que hace a la posesión de la tierra, y para hacer realidad el objetivo señalado 

en el artículo 16 de "asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado 

y de los particulares': Pero hasta la fecha es casi nula la utilización que el 

legislador ha hecho de tan importante herramienta, debido, principalmente, a la 

forma como ésta fué concebida y, también, hay que decirlo, a una evidente falta 

de voluntad política de utilizarla. El artículo propuesto busca hacer más 

operante este instrumento, al incluír además de las "razones de equidad", las de 

"justicia", con lo cual se dá cabida, de manera más precisa, a la posibilidad de 

expropiar sin indemnización, bienes de procedencia ilegal, o bienes adquiridos 

con recursos mal habidos o de dudosa procedencia. 

Pero además, facilita la decisión del legislador, al modificar el requisito de la 

"mayoría absoluta de los miembros" de una y otra cámara, lo cual hace la norma 

prácticamente inoperante, y cambiarlo por el de la mayoría simple de los 

asistentes que, como regla general, consagra el artículo 83 de la Constitución. 

Inclusive podría pensarse, con miras a hacer más expedito este instrumento, que 

la expropiación en estos casos se haga a "propuesta del · Gobierno", dado que es 

éste quien tiene, por obvias razones, mejores elementos de juicio para determinar 

en qué casos se dan las razones de equidad o de justicia, y que, por otra parte, 

la experiencia ha demostrado que es muy raro que la iniciativa en esta materia 

provenga del propio legislador. De esta suerte, el artículo quedaría así: "Con 

todo, el legislador, por razones de equidad o de justicia, podrá determinar, a 

propuesta del gobierno, los casos .. etc.". 

JI 
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ARTICULO 12:- El artículo 35 quedará así: 

• Será pcotegida la pcopiedad literaria y artística, como propiedad 

transferible, por el tieap> de vida del autor y cincuenta años uás, mediante las 

formalidades que prescriba la ley. 

• Ofrécese la misma garantía a los propietarios de obras publicadas en lengua 

española, sieopce que el Estado respectivo consigne en su legislaci6n el 

p¡:-incipio de la recipcocidad, y sin que haya necesidad de celebrar al efecto 

CXXlvenios internacionales". 

Con el artículo propuesto se corrigen varias anomalías que se presentan en el 

actual artículo 35. En primer lugar, se reduce de ochenta a cincuenta años, 

después de la muerte del autor, el tiempo durante el cual será protegida la 

propiedad literaria y artística. Con ello se pone al día la legislaci6n 

colombiana en esta materia, habida cuenta de que en la mayoría de los países el 

lapso de protecci6n de esa propiedad no pasa de los cincuenta años, siendo el 

nuestro uno de los más prolongados, con los consecuentes inconvenientes que ello 

acarrea. No es justo que en casos, por ejemplo, como los de val iosas obras 

literarias y artísticas, los herederos del autor las abandonan o descuidan por 

distintas razones su adecuada divulgaci6n, la comunidad no pueda beneficiarse de 

las mismas para su enriquecimiento intelectual, espiritual y cultural. Un plazo 

de cincuenta años es más que razonable para que aquellos conserven la propiedad 

transferible; el de ochenta es a todas luces exagerado. 

Por otra parte el inciso 20. del artículo vigente ofrece la misma garantía a los 

propietarios de obras "publicadas en países de lengua española", cuando lo que 

muy seguramente quiso el Constituyente (este artículo es original de la 

Constitución de 1886), fué extender esa protección a todas las obras publicadas 

en español. De lo contrario no tendrían mucho sentido proteger las obras 

publicadas en cualquier otro idioma en los países de lengua española. Por ello el 

artículo propuesto habla de "los propietarios de obras publicadas en lengua 

española" y, de paso, reemplaza el término "nación" por el de "Estado", ya que ~s 

la legislación de éste la que puede consagrar el principio de reciprocidad allí 
{l'rI ~ It <.: ¡. "..., :e, ~ I (, . 
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ARTICULO 1.3 '. - El inciso segundo del artículo 41 quedará así: \ . . 
'\. c·" .' ," .. ,,', ' .~"' :' . '\., ~/ -----_.-. ' 

~La enseñanza primaria será gratuita en las escuelas del Estado, Y obligatoria 15 
hasta el noveno grado. El Estado destinar§ no menos del quince (15\) por ciento 

del Presupuesto Nacional a la educaci6n". 

La reforma del inciso segundo del articulo 41 tiene por objeto ampliar la 

responsabilidad del Estado en materia educativa, tanto en lo que hace al nivel de 

la enseñanza obligatoria, que se eleva al noveno grado, como a los recursos que 

debe destinar tan decisiva actividad. Para tal efecto, consideramos conveniente 

que sea la propia Constituci6n la que fije el porcentaje mínimo que el Estado 

debe destinar a la educaci6n, dentro del Presupuesto Nacional, y que este monto 

sea del quince por ciento {15%}. 

Como es sabido, el actual artículo 41 determina que la enseñanza es obligatoria 

"en el grado que la ley señale" y que, de acuerdo con la ley, este grado es el 

quinto de primaria. Es cierto que esta norma constitucional no se ha cumplido a 

cabalidad, no sólo por causas imputables al propio Estado, sino, en buena medida, 

por culpa de los asociados. En efecto, son muchos los padres de familia, en 

especial en zonas rurales, que por diversas circunstancias- particularmente de 

tipo econ6mico- se abstienen de enviar a sus hijos a la escuela; prefieren que 

éstos permanezcan a su lado, colaborándoles en las labores domésticas y en las 

tareas del agro, con lo cual cuentan con mano de obra gratuita, lo cual es factor 

que incide en las tasas de analfabetismo que aún se mantienen en Colombia, pese a 

los esfuerzos que, en esta materia han hecho todos los gobiernos. Pero debe 

recordarse que la obligatoriedad de la enseñanza no sólo incumbe al estado, sino 

también a los particulares. Por ello considerarnos que al elevar a canón 

constitucional la obligatoriedad de la enseñanza hasta el noveno grado, le crea a 

los sucesivos gobiernos un serio compromiso frente a la Nación. Los avances 

registrados en los últimos tiempos en los campos educativo y tecnológico, hacen 

que ya la enseñanza hasta el quinto grado de primaria sea insuficiente para la 

formación del individuo. Por ello consideramos razonable elevarla hasta el noveno 

grado. 

/3 
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-ARTlCUW IY:.- El inciso segundo del artículo 42 quedará así: 

\, ,. - ,-'" './ 
..... '-.~ - ~ ~/./ 

"Ningún medio de cxm.micaci6n masiva, escrito, radiado ° televisado, podrá, 

sin permiso del Gobierno, recibir subvención de gobiernos ni de eapresas 

particulares foráneas". 

El actual artículo 42 es originario de la Constitución de 1886, cuando, como es 

bien sabido, no existían medios masi vos de comunicación distintos de los 

escritos. Por ello es que el inciso segundo se refiere exclusivamente a "empresa 

editorial de periódicos", con lo cual resulta hoya todas luces anácronico, pues 

excluye de la prohibici6n de recibir subvenciones del extranjero a otros medios 

tan influyentes como son las revistas, las emisoras de radio o las cadenas de 

televisión. Salta , pues , a la vista la necesidad de actualizar esta norma y 

hacerla extensiva a estos otros medios a fín de prevenir que ellos puedan ser, en 

un momento dado, manipulados desde el exterior o sirvan de voceros de intereses 

contrarios a los nacionales, mediante la práctica nociva y corrupta de los 

subsidios, patrocinios o subvenciones de gobiernos extranjeros o de compañías 

mul tinacionales o cualquier otro tipo de empresas foráneas. es una cuesti6n de 

soberanía. 

16 
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ARTICULO 15-·:- El artículo 43 se adiicionará así: 

"En casos excepcionales y de manera transitoria, podrá taIIi:>ién el Gobierno, en 

uso de las facultades previstas en el articulo 122 i.:apxler contribuciones". 

Con la adición propuesta al artículo 43, que consagra el principio general de que 

"el tiempo de paz sólo el Congreso, las Asambleas departamentales y los Concejos 

municipales" pueden imponer contribuciones, se busca darle a la institución de la 

emergencia económica y social, consagrada en la reforma constitucional de 1968, 

la eficacia de que hasta ahota ha carecido, en virtud de la interpretación 

restrictiva que la H. Corte Suprema de Justicia le ha dado, según jurisprudencia 

reiterada, a este artículo. De ahí que ante situaciones tan graves, de evidente 

emergencia y de calamidad pGblica comoo fueron en terremoto de Popayán de 1984, 

la catástrofe de Armero de 1985 o, más recientemente, las inundaciones de 

Córdoba, el Gobierno se hubiere abstenido de apelar a las facultades del artículo 

122, concebidas, precisamente para que el Estado pudiera sortear con éxito 

situaciones de esa naturaleza. cabe recordar que la sentencia de la Corte que 

echó por tierra los decretos que a comienzos de 1983 había expedido la 

administración Betancur, durante la emergencia económica declarada para afrontar 

la situación originada en los ilícitos cometidos en varias instituciones 

financieras, se basó en la interpretación que esa Corporación hizo de la 

expresión "en tiempo de paz". Pero en el salvamento de voto que suscribieron once 

magistrados, cuyo ponente fué el ilustre constitucionalista doctor Luís Carlos 

Sáchica, se calificó de exegética, anacrónica y carente de dinamismo 

interpretativo dicha sentencia, al haberse centrado en "bizantinas y académicas 

interpretaciones formal.i::tas", ignorando la cruda realidad de los fenómenos 

económicos y sociales, para los cuales, en una interpretación científica y 

prágmatica, deben encontrarse soluciones eficaces en la Constitución, pues ésta 

debe tener respuestas acordes con los problemas y los tiempos, para que no se 

convierta en un fetiche. En tal la convierten- agrega el salvamento- el 

formalismo y el formulismo de quienes se apegan a su letra sin encontrar el 

espíritu". 

En efecto, en esa jurisprudencia se pasó por alto el hecho de que el estado de 

e , 
::. ~,. 
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emergencia económica y social, tal como fué concebida la institución {jof-el . ~~ ," '>' 
-....... . -".~ 

Constituyente en 1968, implica una situación especial de derecho que permite'- .- A'?; 
alterar, así sea transitoriamente, el principio que inspira al artículo 43, norma 

concebida, a su turno, en la reforma de 1910 como respuesta a las prácticas 

abusivas del régimen del general Rafaél Reyes y con el recuerdo, aún fresco, de 

la guerra de los Mil Días y de las guerras civiles del Siglo XIX. Hasta entonces 

era dable distinguir con toda claridad al "tiempo de paz", como aquél en que la 

nación no estaba en guerra. Hoy en día, con la irrupción de todos los fenómenos 

de tipo social y económico que sacuden a nuestro tiempo, la situación es muy 

diferente. y tanto la doctrina como la jurisprudencia han reconocido en forma 

reiterada que entre el tiempo de guerra y el de paz puede haber etapas 

intermedias, en las cuales, aunque no se esté propiamente en estado de 

beligerancia, las circunstancias no permiten que se pueda hablar de paz. Y si 

ello es cierto tratándose de situaciones de alteración del orden público, como 

las que justifican el estado de sitio, también lo es tratándose de situaciones 

como las previstas en el artículo 122 "que perturben o amenacen perturbar de 

forma grave e inminente el orden económico o social del país o que constituyan 

también grave calamidad pública". Ciertamente no se puede hablar de "tiempos de 

paz" cuando, por ejemplo, como resultado de un crudo invierno que inunda extensas 

y ricas regiones agrícolas y ganaderas, o de una sequía que arruina las cosechas, 

o de una catástrofe, como la de Armero, cientos de miles de personas quedan en la 

indigencia y generan graves traumatismos de tipo social por falta de trabajo, de 

vivienda, de alimento o de asistencia. Es obvio que para dar solución de 

emergencia a tales situaciones, el recurso más idóneo y eficaz de que puede 

disponer un Gobierno es el fiscal. Negarle esa posibilidad es dejar al Estado con 

las manos atadas frente a la emergencia. 

Por lo demás, la jurisprudencia inveterada ha aceptado que el Congreso puede 

delegar en el Ejecutivo, a través del ordinal 12 del artículo 76, la facultad de 

imponer contribuciones, inclusive en tiempo de paz. No parece l6gico que no pueda 

hacerlo, también - y con mayor razón- en uso de las facutlades que le dá la 

Constitución en el artículo 122. La propia Corte lo decía en la sentencia que 

declaró exequible el decreto 2919 de 1982: "El Estado de emergencia económica 

adquiera su razón de ser y su utilidad político-social en cuanto permite al 

Estado intervenir en la economía, por fuera de lo cual vendría en la práctica a 

/6 
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resultar innecesario" • Y bien se sabe que una de las formas clásicas de 

intervenci6n es a través del manejo tributario y fiscal; en no pocas ocasiones se ~q 

ha demostrado que medidas como las de establecer o modificar impuestos, así sea 

de modo transitorio, son las más eficaces para conjurar las crisis sociales y 

econ6micas, sobre todo en países subdesarrollados o en vías de desarrollo en los 

que se presentan desajustes fiscales tan evidentes y dañinos. 

Por todo lo anterior y, como hemos dicho, para devolverle a la instituci6n de la 

emergencia econ6mica y social del artículo 122 la eficacia de que, hasta ahora, 

ha carecido, es que proponemos la adici6n arriba enunciada. 

/-::; 
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~~' (JO ARTICULO l' :.- El artículo 49 quedará así: 

"Solo el Estado podrá emitir papel moneda de curso forzoso, en los términos 

que la ley determine-. 

El actual artículo 49, originario de la reforma constitucional de 1910, es uno de 

los que resultan más anacrónicos en nuestra carta. Su redacción tuvo sentido en 

aquella época, cuando se trataba de {X'ner coto a la práctica que se había 

generalizado a lo largo del siglo XIX, sobre todo al amparo del régimen federal 

impuesto {X'r lá Constitución de 1863, de que cada Estado soberano emitía su 

propio papel moneda, y lo mismo hacían bancos particulares, empresas industriales 

y comerciales y aún empresas agrícolas y ganaderas, generando así un verdadero 

caos monetario en el país. Por todo ello fué necesaria la consagración formal del 

artículo 49, que buscaba concentrar la función de emisión exclusivamente en el 

Banco Nacional. Pero al tenor literal de este artículo, aparece que, a partir de 

1910 quedó prohibida "en absoluto toda nueva emisión de papel moneda de curso 

forzoso", lo cual permite la interpretación- de hecho absurda- de que todas las 

emisiones que se han hecho posteriormente por el Estado han sido 

inconstitucionales. 

A partir , sobre todo, de la organización legal del Banco de la República en 

1923, como resultado de la Misión Kerrmerer, y de la asignación a éste de la 

función de banco emi sor, el artículo 49 perdió todo sentido. Por ello es urgente 

reemplazarlo {X'r otro, como el que proponemos, en el cual se establece de manera 

clara y perentoria, que sólo el Estado puede emitir papel moneda de curso 

forzoso, en los térmi nos que la ley determine, como de hecho viene haciéndolo, 

{X'r mandato de la ley, desde hace ya ochenta años. 

I~ 
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TITULO V -. -- . \ 
.. " j 

ARTICUW /"1 '.- El inciso tercero del artículo 59 quedará así: .. ' ~ !/j1 
-El Cootralor General de la República será elegido por la Cámara de 

Representantes. Los candidatos a Cootralor serán de filiaci6n politica distinta 

de la del Presidente y no podrán ser mieut>ros del Congreso Nacional. El periodo 

del contralor será de cinco años y no podrá ser reelegido para periodo 

inDediato" • 

cano es de público conocimiento, desde hace ya largos años uno de los principales 

y más justos motivos de critica por parte de la opini6n pGblica nacional, ha sido 

el de la "clientelización y extremada politizaci6n de la Contraloria General de 

la República, fenómeno éste que se agudizó desde el momento en que se confi6, sin 

cortapisa alguna, a la Cámara de Representantes la elecci6n del Contralor, y en 

que esta corporación adoptó la nociva costumbre de elegir para ese cargo a uno de 

sus miembros. El hecho evidente ha sido el que la elección y reelecci6n de los 

sucesivos contralores en los últimos tiempos, han sido fruto de componendas y 

arreglos mediante los cuales los candidatos a tan elevada posición, han llegado a 

ella con el compromiso expreso o tácito de satisfacer los apetitos clientelistas 

de sus colegas, que son sus propios electores. El resultado de tan 

antidemocrática y corrupta costumbre ha sido el que todo el país conoce: haber 

convertido la Contraloría General de la República en un fortín político y 

burocrático de su titular y de los parlamentarios que contribuyen a su elección. 

Con ello esa entidad, de carácter eminentemente técnico y fiscalizador, ha 

perdido prestigio y respetabilidad a los ojos de una inmensa mayoría de 

colombianos. Y desde esa posición, cada Contralor se ha convertido en un gran 

cacique político y en un potencial candidato de su partido a la Presidencia de la 

República, interviniendo directa o solapadamente, a través de los poderosos 

medios que tiene a su disposición, en la contienda electoral, a la cual debiera 

ser totalmente ajeno. 

Por otra parte, la función eminentemente fiscalizadora que la Constitución y la 

ley le asignan a la Contraloría se ha visto notoriamente cuestionada y 

deformada por el hecho de que el Contralor, elegido por el partido mayoritario, 

pertenezca a la misma filiación del jefe del Gobierno al cual debe fiscalizar. Lo 

conveniente, lo sensato y lo democrático, es que el Contralor, al igual que los 
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demás órganos de fiscalización, sea de filiación política distinta de la del 

Presidente de la República; es decir, que la función fiscalizadora esté en manos 

de la oposición. No cabe duda de que ello daría más confianza a la opinión 

pública y le devolvería a estos órganos- en particular a la Contraloria General­

el prestigio y la absoluta credibilidad de que deben gozar en bien del interés 

colectivo. 

Proponemos, por lo demás, que la elección del Contralor la siga haciendo la Cámra 

de Representantes, pero de ternas que le presente el jefe del Ejecutivo, y que el 

período de ese funcionario se amplie en un año, pero sin posibilidad de 

reelección inmediata. 
/ 
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TITULO VI 

\~"., C · 

ARTICULO li'.- El artículo 68 quedará así: 

-Las Cámaras Legislativas se reunirán ordinariamente, por derecho propio, del 

20 de febrero al 20 de mayo, y del 20 de julio al 16 de dicieni>re de cada año, en 

la capital de la República. Si por cualquier causa no pudieren hacerlo en las 

fechas indicadas, se reunirán tan pronto cano fuere posible, dentro del 

respectivo semestre. 

-Tad>ién se reunirán las Cámaras, o las Canisiones permanentes de éstas, en 

sesiones extraordinarias por convocatoria del Gobierno, durante el tieup:> que 

éste les señale. En este caso, se ocuparán exclusivamente de los asuntos que 

figuren en el decreto de convocatoria, sin menoscabo de las funciones de control 

polrtico que les son propias. Tad>ién podrán las cámaras convocar a BUS 

respecti vas canisiones durante el lapso de receso". 

Consideramos de la mayor conveniencia para la nación la ampliación del período de 

sesiones ordinarias del Congreso, tal como lo preveía el proyecto de reforma 

constitucional que hizo curso en 1988 y 1989. En efecto la opinión pública 

colombiana no ha logrado entender la razón por la cual las cámaras permanecen en 

receso formal durante todo el primer semestre de cada año, salvo en los casos en 

que son convocadas a sesiones extraordinarias. Aunque pudiera parecer injusto, lo 

cierto es que en la opinión impera la idea de que el Congreso Nacional "no 

trabaja" la mitad del año, y el saber que los Congresistas disfrutan de sus 

sueldos y demás prestaciones durante todo el lapso de receso, es una de las 

causas de mayor resquemor y de queja por parte de la ciudadanía. Ese clamor 

constante se acallaría con el establecimiento de un período adicional de sesiones 

ordinarias de tres meses, en el primer semestre, término éste que no sólo 

permitirá una mayor eficacia en la labor legislativa y fiscalizadora del 

Congreso, sino que dejará también a los Congresistas tiempo razonable para tener 

con sus respectivas regiones y atender los compromisos inherentes a su quehacer 

político. 

En lo que toca con las sesiones extraordinarias, acogemos también la iniciativa 

contenida en el último proyecto de reforma constitucional, en el sentido de que 

la obligación de no ocuparse sino de los asuntos que el Gobierno le someta al 

Congreso en el decreto de convocatoria, no impide que éste pueda ejercer, también 

en este período, su función de control político. 

/ 
.. 
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ARTICULO I f. - El artículo 69 quedará así: 

"Las Cámaras se abrirán y clausurarán pGblica y conjuntamente, por el 

Presidente de la RepGblica o por el Ministro de Gobierno, en ausencia de aquél. 

La concurrencia de estos ñmcionarios no es esencial para que el Congreso pueda 

entrar a ejercer sus ñmciones en las fechas previstas por esta Constitucioo". 

El artículo peopuesto se ocupa de la instalación y clausura de las Cámaras, 

refundiendo, por una parte, el actual artículo 69 con los incisos segundo y 

teeceeo del actual aetículo 70, que se ocupan de lo mismo, y estableciendo, por 

la otea, que la apertuea y la clausura de ambas Cámaras deberá ser conjunta. En 

efecto, la peáctica que se ha venido haciendo hasta hoy de abrir y cerrar las 

Cámaras separadamente, el mismo d ía, resulta desde todo punto de vista obsoleta e 

inconveniente, además de poco funcional. Vemos cómo el Presidente de la República 

se traslada primero al recinto de una de las cámaras, pronuncia allí su discurso­

que generalmente es transmitido poe la eadio y la televisión al país-, y luego 

se tiene que trasladae al recinto de la otra cámaea paca pronunciar el mismo 

discueso; o bien, en la peimera lee la mitad de su discurso y en la segunda la 

otra mitad del mismo. En ambos casos resulta absurda esta peáctica. Lo lógico y 

lo funcional es que, como sucede en casi todas las democracias del mundo, el jefe 

del Estado instale y/o clausure las reuniones del Congreso en ceremonia conjunta, 

es decir, en presencia de ambas cámaras legislativas, en un sólo acto. Esta 

reforma estaba, poe lo demás, contemplada en el proyecto que hizo cur so en la 

legislatura del año pasado. 

Por otra parte en el artículo peopuesto se prevé que en ausencia del Presidente 

de la República corresponderá al Ministro de Gobierno, como Ministro que es de la 

política y el primero en el orden jerárquico establecido por la Ley, instalar y/o 

clausurar las sesiones de las Cámaras. Pero se conserva, redactada en forma más 

claea, la norma que dispone que la concuerencia del Peesidente o del Ministro no 

son esenciales para que el Congeeso pueda entrar a ejercer sus funciones en las 

fechas peevistas en el artículo 68. Es decir, que en ausencia de estos 

funcionarios, el Congreso de todos modos se podeá instalae o reuníe por deeecho 

propio, tal como lo establece la propia Constitución. Consideramos que, en 

defecto del Presidente, debe ser el Ministro de Gobierno, concretamente, quien 

concuera a abrir o cerrar las sesiones de las Cámaras, pues la norma actual del 

artículo 70, al decir "o por medio de los Ministros", resulta harto vaga e 

imprecisa: cuáles ministros? Acaso cualquiera de ellos? El de Salud, por 

e -; emnln, o pl np OnrAs Ptíblicas? Lo lóaico es Que sea, nor Jas rAzones aue atrás 
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ARTICULO 1-' . - El inciso primero del artículo 72 quedará así: 
. . .-' I 

;; '1 .... { ./ 

'\, ' " ~,. ,' ',/ 
......... '.-'/ 

"Cada Cámara elegirá, para pertodos de cuatro años, Comisiones Permanent"es--que Js 
tramitarán el primer debate de los proyectos de ley. Igual periodo tendrán las 

canisiones de creaci6n legal. En la elecci6n de mieai>ros de las Cootisiones se 

tendrán en cuenta los conocimientos y experiencia de los aspirantes en las 

materias propias de la respectiva Comisión-. 

El inciso primero del actual artículo 72 se reforma en el sentido de fijar con 

exactitud y ampliar el período constitucional de las Comisiones, tanto las 

Permanentes como las Legales, en cuatro años. Con ello se institucionaliza algo 

que, en la práctica, ha venido ocurriendo generalmente, de tiempo atr§s: que una 

vez integradas las Comisiones, al comienzo de la primera legislatura de cada 

nuevo Congreso, estas duran los cuatro años, los mismos del período de los 

Congresistas que las integran. Ello es, por lo demás, altamente conveniente, en 

cuanto sirve para que, debido a esa estabilidad, los miembros de cada Comisión 

lleguen a tener un cabal concocimiento de los asuntos propios de ella. 

Pero consideramos de la mayor importancia que sea la propia Constituci6n Nacional 

la que exija que para pertenecer a una determinada Comisi6n, se tenga, como 

requisito mínimo, conocimientos y experiencia sobre las materias de que ella se 

ocupa, por mandato de la ley. No pocas veces se ha visto que, por cualquier 

motivo, un Congresista acaba haciendo parte de una Comisi6n de cuyos asuntos 

tiene poco o ningún conocimiento, lo cual v§, l6gicamente, en desmedro de la 

labor legislativa y, por ende, del interés nacional. Es así que las comisiones de 

asuntos econ6micos y financiero, por ejemplo, deben estar integradas, de 

preferencia, por expertos en estos campos, como la de asuntos laborales debe 

estarlo por quienes conozcan y hayan tenido experiencia en la problemát i ca social 

del país. 
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ARTICULO ¿ ti -- El artículo 72 se adicionará as): 

\ " .' -
"Las canisiones permanentes podrán hacer comparecer, e incluso coruni·~ar a 

hacerlo, a personas naturales o jurídicas, para que en audiencias especiales 

rindan informes sobre asuntos que interesen a la respectiva Comisi6n, dentro de 

la 6rbita de sus actividades y que tengan incidencia nacional. La ley determinará 

la reglamentaci6n de las audiencias especiales. 

n Los presidentes y vicepresidentes de las Ccmisiones serán elegidos para 

períodos de un año, y no serán reelegibles para el período siguiente". 

" Las canisiones podrán ser convocadas a sesiones extraordinarias en los 

términos señalados en este artículo. Dichas sesiones serán instaladas y 

clausuradas por el presidente de la respectiva Cámara". 

Las adiciones propuestas estaban incluídas en el Proyecto de Acto Legislativo 

presentado por el H. senador Hernando Durán Dussan a la segunda legislatura de 

1989. Consideramos que son ce conveniencia tanto para conseguir una mayor 

eficacia en el trabajo de las comisiones permanentes como para reforzar los 

poderes y autonomía del Congreso. Tal es el caso, particularmente, del inciso 

primeco de las adiciones propuestas. En él se consagra la instituc i ón de las 

audiencias especjales en el Congreso, tal como existe en otros parlamentos cel 

mundo, como es el caso de los Estados Unidos. De esta manera se amplla la 

facultad del control político del Congreso, que es, como se sabe, una de las más 

importantes c:ue posee esta institución, y se extiende ya no sólo al Gobierno, 

sino a los pal:"ticulares, sean éstos personas natul:"ales o jUl:"ídicas. En el texto 

que pl:"oponemos, hacemos unas modificaciones al contenido en el presentado por el 

senador DUl:"án Dussan, con miras a pl:"ecisar mejor el objeto de la comparecencia de 

ciudadanos particulares ante las comiones, al indicar que éste debe sel:" el de 

ren¿il:" " jnformes sobl:"e asuntos que interesen a la respectiva Comisión, dentro de 

la órbita de sus actividades" , ]0 cual ! a nues tl:"O juicio faltaba en el texto a 

que nos referimos, dejando, igualmente establecico que esos informes "tengan 

incidenci.c nacional"_ 

En cuanto a ] a no reelección de los presidentes y vicepl:"es identes (le las 

Com j s).ones [B.!:'a peCJcx-Jo i.nmeaiato de un año, la exper iencia nos inc!j ca que ello 
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es conveniente, desde el punto de vista político, para asegurar una rotaci6n 

democrática en las directivas de estas células congresionales, y brinda la 

posibilidad a representantes de la oposici6n de hacer parte de dichas directivas. J7 
Consideramos, en todo caso, que la labor de las Comisiones debe ser enfocada 

primordialmente desde un punto de vista técnico, aunque, desde luégo, no exento 

de contenido político. Con este criterio deben ser ellas orientadas. 

Se preve, también, que la reuni6n de las comisiones, sean Permanentes o Legales , 

por fuera del perído de sesiones ordinarias del Congreso, sean instaladas 

formalmente por los dignatarios de la correspondiente Cámara, lo cual, de hecho, 

le dá a sus labores un carácter, por así decirlo, más oficial, por cuanto ello 

implica necesariamente que ellas sesionan con la aquiescencia de toda la 

Corporaci6n a la cual pertenecen. 

, 
" , 
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ARTICULO El artículo 74 quedará así: 

.. ' . , . . ~ . ~ ... 

- ' 
I 

"El Congreso se reunirá en un solo cuerpo para dar posesi6n al Presidente de 

la República, para elegir designado, para elegir Procurador General de la 

Nación, para las ceremonias de instalación y clausura de las sesiones 

ordinarias, para escuchar al Presidente de la República, a solicitud de éste, y 

para recibir la visita oficial de un jefe de Estado o de Gobierno extranjero. 

"En tales casos el Presidente del Senado Y el de la Cámara serán, 

respectivamente, presidente y vicepresidente del Congreso". 

Con el arttculo propuesto se establece que las reuniones del Congreso en un solo 

cuerpo no solo tengan lugar, como hasta ahora está previsto, para darle posesi6n 

al Presidente y para elegir designado, sino que se extenderán a otros casos en 

los cuales se justifica plenamente dicha reuni6n conjunta. Dichos casos son el 

de la elecci6n del Procurador General de la Naci6n, que, conforme a nuestro 

proyecto, debe ser elegido !Xlr el Congreso en pleno; para la ceremonia de 

instalaci6n y clausura de las sesiones ordinacias de las Cámaras, acabando así 

con la anacc6nica costumbre de realizar esta cecemonia, por sepacado, lo cual 

resulta extenuante y poco pcáctico tanto para el Pcesidente y/o el ministro 

encargado de tal acto, como para los miembros del Congcesc l y, en general, para 

la ciudadanra; para escuchac al Presidente de la República, a solicitud de éste, 

en los casos en que lo estime necesario, práctica ésta de común ocucrencia en 

muchas democracias del mundo;>, parz redbi r en vis i ta oficial a rnandatac i os 

extranjeros, de visita oficial en Colombia. 
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ARTICULOZl.- El artículo 76 quedará así: 

" Son atribuciones del Congreso: 

"la.- Reformar la Constituci6n Política de Coloobia, en calidad de poder 

constituyente derivado, en los términos establecidos en el articulo 218: 

"2a.- Hacer las leyes, e interpretar, adicionar, reformar o derogar las leyes 

preexistentes. 

"3a.- Ejercer el control politico sobre los actos del Gobierno y de la 

administraci6n, en los términos señalados en el articulo 103, nuoerales 40. y 

So. 

"4a.- Expedir c6digos en todos los raJOOS de la legislaci6n y reformar sus 

disposiciones: 

"Sa.- Dictar las normas orgánicas del presupuesto nacional: 

"6a.- Establecer el Plan General de Desarrollo Económico y Social, en los 

términos previstos en el articulo 80, Y los de obras públicas que hayan de 

emprenderse o continuarse, con los recursos e inversiones que se autoricen para 

su ejecuci6n y de las medidas necesarias para impulsar el ctmplimiento de los 

mismos; 

n7a.- Dictar el reglamento del Congreso y uno COOIÚn para las Cámaras, 

incluyendo las causales de mala conducta de sus mieut>ros y sus correspondientes 

sanciones, que pueden llegar hasta la pérdida de la investidura; 

"Ba.- Modificar la divisi6n general del teritorio, con arreglo al articulo So. 

de la Constituci6n; establecer y reformar las otras divisiones territoriales de 

que trata el artículo 70., Y fijar las bases y condiciones para la creaci6n de 

rmmi~ipios; 

"9a.- Conferir atribuciones especiales a las asant>leas departamentales; 

"lOa.- Variar, en circunstancias extraordinarias y por graves IOOtivos de 

conveniencia nacional, definidos por la mayoría de las dos terceras partes de los 

mienbros de una y otra c:&rara, la actual residencia de los poderes nacionales: 

lla.- Determinar la estructura de la administración nacional mediante la 

creación de ministerios, departamentos administrativos y establecimientos 

públicos, y fijar las escalas de remuneraci6n correspondientes a las distintas 

categorías de enpleos, así caro el régimen de sus prestaciones sociales; 

"12.- Regular los otros aspectos del servicio público, tales caro los 

contemplados en los artículos 62, 132 Y demás preceptos constitucionales; expedir 
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los estatutos básicos de las corporaciones autónomas regionales y otros 

. establecimientos públicos, de las sociedades de economía mixta, de las eupresas 

industriales y canerciales del Estado, Y dictar las normas correspondientes a las 

carreraras administrativa, judicial y militar. 

"13.- Conceder autorizaciones al Gobierno para celebrar contratos, negociar 

eupréstitos, enajenar bienes nacionales y ejercer otras funciones de carácter 

a<in:inistrativo dentro de la órbita constitucional; 

"14.- Revestir, teaporalmente, al Presidente de la República de precisas 

facultades extraordinarias, cuando la necesidad lo exija o las conveniencias 

públicas lo aconsejen. Tales facultades deberán ser solicitadas expresamente por 

el Gobierno, hasta por seis (6) meses, por decisión unánime del Consejo de 

Ministros. Su aprobación requerirá la mayoría absoluta de los mieat>ros de una y 

otra Cámara; 

"El Congreso podrá en todo tieqx> Y por iniciativa propia derogar, JOOdificar o 

adicionar los decretos dictados por el Gobierno en uso de facultades 

extraordinarias ; 

"15.- Establecer las rentas nacionales y fijar los gastos de la 

aóTlinistración; 

"16.- Decretar inpJestos extraordinarios cuando la necesidad lo exija. 

"17.- Fijar la ley, peso, tipo Y denaninación de la moneda nacional y definir 

el sistema de pesas Y medidas; 

"18.- Aprobar o inp:obar los contratos o convenios que celebre el Presidente 

de la República con particulares, ~ías o entidades públicas en las cuales 

tenga interés la nación, si no hubieren sido previamente autorizados o si no se 

hubieren llenado en ellos las formalidades prescritas por el congreso o si 

algunas de sus estipulaciones no estuvieren ajustadas a la respectiva ley de 

autorizaciones; 

"19. - Decretar honores públicos a ciudadanos que hayan prestado grandes 

servicios a la patria y a la sociedad, y autorizar los monumentos que deban 

erigirse en su memoria: 

"20.- Rendir hanenaje, a nooDre de la nación, a entidades de carácter 

nacional, regional, seccional o municipal, instituciones públicas o privadas y, 

en general, personas jurídicas, que se hayan destacado por sus servicios 

constantes a la patria y a la sociedad, y determinar, a través de ley, la manera 

de gratificarlas: 

3D 

Digitalizado por la Biblioteca Luis Ángel Arango del Banco de la República, Colombia.



"21.- Aprobar o improbar los tratados o convenios que el Gobierno Nacional 

celebre con otros Estados o con entidades de derecho internacional; 31 
Por medio de tratados o convenios apc-obados por el Congreso podrá el Estado 

Colc::uDiano obligarse para que, sobre bases de igualdad Y reciprocidad, sean 

creadas instituciones supranacionales que tengan por objeto prcmover, estimular 

o consolidar la integridad econ6mica con otros Estados; 

.. 22. - Conceder, por mayoría de dos tercios de los votos de los mied>ros que 

~ cada Cámara y por graves motivos de conveniencia pGblica, armistias o 

indultos generales por delitos politicos. En el caso de que los favorecidos 

fueran eximidas de responsabilidad civil respecto de particulares, el Estado 

quedará obligado a las indemnizaciones a que hubiere lugar; 

"23.- Fanentar las eut>resas Gtiles o benéficas dignas de estímulo o apoyo, con 

estricta sujeci6n a los planes y programas correspondientes; 

"24. - Dictar las normas sobre apropiaci6n o adjudicación y recuperación de 

tierras baldías; 

"25.-:- Dictar las normas generales a las cuales deba sujetarse el Gobierno para 

los siguientes efectos: organizar el crédito público; reconocer la deuda nacional 

y arreglar su servicio; regular el cambio internacional y el comercio exterior; 

lOOdificar los aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes al régimen 

de aduanas; 

"26.- Crear los servicios administrativos y técnicos de las cámaras; 

"27.- Unificar las normas sobre policia de tránsito en todo el territorio de 

la República .. 

El artículo 76 propuesto contiene reformas, adiciones y complementaciones en 

diversos aspectos y en varios de sus numerales. En pr imer término se le 

introducen tres nuevos numerales, que corresponden a importantes atribuciones que 

incumben al Congreso y que, aunque no estaban específicamente señaladas en este 

artículo, siempre ha venido cumpliendo. Consideramos, sin embargo, indispensable 

que ellas estén contempladas dentro de la enumeración de las atribuciones del 

Congreso. Son ellas, en primer lugar, la de reformar la Constitución, sin duda la 

de mayor trascendencia en cuanto hace a la organización básica del Estado. Por 

ello la hemos colocado en el primer numeral, especificando que en este caso el 

Congreso actúa como constituyente "derivado", y remitiendo el ejercicio de este 

poder a los términos del artículo 218. En segundo lugar, la de hacer las leyes , 

es decir la función propiamente legislativa, que consagramos en el segundo 
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numeral, que se refunde con el primero del actual artículo, por tratarse de la 

misma materia. En tercer lugar, la de ejercer el control político sobre los actos 

del gobierno y de la administración, función ésta que aunque es primordial para 

la vida democrática del Estado, no estaba específicamente consagrada en este 

artículo. Los términos bajo los cuales se ejerce el control político se 

determinan en el artículo 103. 

Además se consagra otro nuevo numeral, el 200., que tampoco estaba estipulado en 

la actual codificación de manera expresa, y que faculta al Congreso para rendir 

homenaje, "a nombre de la nación" a entidades de carácter nacional, regional, 

seccional o municipal, así como a instituciones públicas o privadas y, en 

general, a personas jurídicas, "que se hayan destacado por sus servicios 

constantes a la patria y a la sociedad". Hasta ahora las llamadas "leyes de 

honores" estaban contempladas, en los términos del numeral 17 del artículo 76, a 

"los ciudadanos", es decir, a personas naturales, cuando es bien sabido que, en 

la mayoría de los casos, ellas son conferidas a personas jurídicas de las 

especificadas en el numeral que proponemos. Se trata pues de llenar un vacío en 

este artículo. 

El numeral 40. del artículo 76, se modifica en su redacción, para ponerlo acorde 

con el nuevo artículo 80, referente al Plan General de Desarrollo Económico y 

Social, que más adelante se expondará. El numeral 60. se adiciona con la 

especificación de que en el reglamento del Congreso, lo mismo que en el común 

para las Cámaras, se deberán incluír las causales de mala conducta de sus 

miembros y sus correspondientes sanciones, estableciendo que éstas pueden ir 

hasta la pérdida de la investidura parlamentaria, como queda consagrado en el 

artículo 22 del presente proyecto de Acto Legislativo. El numeral 80., se 

complementa con la especificación de que para variar en circunstancias 

extraordinarias y por grandes motivos de conveniencia nacional la actual 

residencia de los poderes nacionales, se requerirá de la mayoría de las dos 

terceras partes de los miembros de una y otra cámara, requisito que faltaba por 

estipular. De lo contrario, tan trascendental división podría ser tomada por 

acuerdo de una minoría o, peor aún, con el vacío actual, no se sabe a ciencia 

cierta a quien o a quienes correspondería tomarla. Acaso exclusivamente a las 

mesas directivas de las Cámaras? Ello sería altamente riesgoso. Es una decisión 

tan delicada que consideramos debe ser tomada por una mayoría calificada de los 
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miembros del Congreso. El hecho de que esta situación se haya dado muy 

excepcionalmente en nuestra historia republicana no significa que no pueda darse 

en un futuro. Por ello en todo caso conviene preverlo. 

El numeral 12, que consagra las facultades extraordinarias al Ejecutivo, se 

adiciona estableciendo, en primer término, que ellas deben ser solicitadas 

expresamente por el gobierno, en segundo término, que su ejercicio no debe 

exceder de seis meses por año, en tercer lugar, que la solicitud debe contar con 

la aprobación unánime de todos los ministros, y en cuarto lugar, que su 

aprobación requerirá la mayoría absoluta de los miembros de una y otra cámara. 

Además, se establece, en un inciso nuevo, la facultad que tiene el Congreso "en 

todo tiempo y por iniciativa propia" de derogar, modif i car o adicionar los 

decretos dictados por el gobierno en uso de facultades extraordinarias. Nuestra 

propuesta apunta, como lo hacía, por lo demás, el proyecto presentado a segunda 

legislatura en 1989, a limitar de manera más racional la institución de las 

facultades extraordinarias, es decir, los poderes legislativos del Ejecutivo, los . 
cuales, con justificada razón, han sido considerados como excesivos. Es una 

manera de devolverle al Congreso las atribuciones que ha venido perdiendo en 

este campo y de impedir que, aún por su propia voluntad, pueda desprenderse 

fácilmente de ellas. La exigencia de una mayoría calificada para la aprobación de 

facultades extraordinarias, le brinda, por lo demás, a la oposición, la 

oportunidad de expresarse en asunto tan delicado. En el numeral 15 (170. de 

nuestro proyecto)consideramos necesario especificar que se trata de la moneda 

"nacional", lo cual no se hace actualmente, incurriendo en una evidente vaguedad. 

La redacción del numeral 17 se modifica precisando mejor los alcances de las 

llamadas leyes de honores a ciudadanos que "hayan prestado grandes servicios", al 

señalar que éstos no son sólo a la patria, sino también "a la sociedad", término 

éste que tiene una connotación diferente de la de aquél, y al cambiar la palabra 

"señalar" por la más apropiada de "autorizar", referente a "los monumentos que 

deban eeigiese", agregando, además, la expeesión "en su memoeia" , sin la cual la 

disposición- tal como está actualmente- resulta en exteemo vaga. El decie "en su 

memoeia" ya no se está eefiriendo a cualquiee clase de monumentos, sino a 

aquellos que se eeijan en honor a ciudadanos mecitorios y que, poe otea parte, 

hayan muerto, con lo cual se pone una traba de índole constitucional y legal a la 

antipática posibilidad de levantae monumentos a peesonajes vivos, peáctica _tan 

( e"""': n e...., / .;, r " ( ¡ I~ ~ ¿~ l' /h é..J s . 
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TITULO VII 

ARTICULO 21.- El artículo 80 quedará así: 

, ~ .. :.. 

:'" 

\ . 
\., ..... 

...... 

""En desarrollo de lo dispuesto en el numeral 40. del artículo 76, el Gobierno 

Nacional deberá someter a la consideración del Congreso, un Plan General de 

Desarrollo Económico y Social, dentro de los primeros cuarenta y cinco días a 

partir de la posesión del Presidente de la RepGblica. Dicho Plan constará de una 

parte general, en la que se señalarán los grandes ¡x-opósitos que inspiran la 

acción gubernamental para el respectivo cuatrenio, así cano el programa a 

desarrollar con el fín de alcanzar dichos propósitos, y de una parte especial, 

que debe incluír los planes y programas sectoriales de inversión pública de que 

trata la norma citada, con la determinación de los recursos y los medios para su 

ejecución. 

El Congreso integrará una Ccmisión Especial de Planificación, con el fín de 

estudiar el Plan presentado por el Gobierno y proponer las modificaciones que 

estime convenientes a dicho plan. La Comisión rendirá su informe a la plenaria de 

cada Cámara, dentro de los sesenta días hábiles siguientes al de su presentación. 

La Cooúsión estará carpJesta por dieciseis senadores y dieciseis representantes, 

designados por las mesas directivas de la correspondiente Cámara, atendiendo que 

en ella queden debidamente representadas todas las regiones del país y todos los 

partidos políticos en la proporción en que estén representados en cada Cámara. En 

la Cooúsión Especial tendrán asiento, con voz pero sin voto, tres ministros del 

Despacho, libremente designados por el Presidente de la República. otros 

funcionarios del Estado podrán ser escuchados por la Ccmisión, a solicitud suya o 

a propuesta del Gobierno. 

"En cualquier tieqx>, el Gobierno podrá presentar proyectos de ley que 

canplementen o modifiquen la parte especial, los cuales serán tramitados, según 

la materia de que traten, por las correspondientes Ccmisiones Permanentes de cada 

Cámara; éstas deliberarán conjuntamente, para darles primer debate, hasta por el 

término de dos meses, a cuyo vencimiento pasarán a la Comisión de Planificación 

para que en el término de dos (2) meses resuelvan sobre ellos. Aprobado el plazo 

fijado, la competencia corresponderá a la Cámara de Representantes por un (1) 

mes, agotado el cual, corresponderá por igual término al Senado de la República. 
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Si tanp:x:::o allí hubiere decisión, el Gobierno podrá poner en vigencia dichos 

proyectos, mediante decretos con fuerza de ley. 

"La ley orgánica de planificación definirá los procedimientos para la 

elaboracioo, discusioo y aprobacioo de estos proyectos, así caoo los términos de 

concertaci6n de las fuerzas económicas y sociales en los organiSlOOS de 

planeacioo- • 

Con el nuevo artículo 80 propuesto se busca darle a la llamada "Comisi6n del 

Plan" , que preferimos denominar, en adelante, "Comisión Especial de 

Planificación", la operancia de que hasta ahora ha carecido. En efecto, es bien 

sabido que hasta la fecha, dicha Comisión no ha llegado a integrarse, es decir, 

que este artículo, introducido en la reforma constitucional de 1968, no ha tenido 

cumplimiento. Ello se ha debido, como consta a los señores congresistas, 

principalmente a las dificultades de orden material y político que han impedido 

llegar a acuerdo sobre dicha integración, ya que la Comisión establecida en aquel 

año era, a nuestro juicio, demasiado numerosa, de suerte que merecía el nombre de 

"pequeño congresito" con que la opinión general la bautizó. 

En nuestro proyecto recogemos varias de las propuestas contenidas en el 

presentado por el h. senador Durán Dussan para segundo debate en la legislatura 

anterior, por considerarlas de alta conveniencia nacional, aunque hemos 

modificado en buena parte su redacción, para hacerla más precisa, como lo exige 

un texto constitucional. Así mismo hemos reducido en forma razonable los 

términos fijados para las diversas instancias del trámite del proyecto de Plan 

General de Desarrollo Económico y Social, teniendo en cuenta la trascendencia de 

dicho proyecto y la necesidad de ponerlo en marcha en un plazo no demasiado 

prolongado, lo cual conduciría a dejar al país en una inconveniente interinidad 

en materia de planificación. La reducción de los términos para decidir, tiende, 

por los demás, a obligar al Congreso a ocuparse de temas tan prioritarios para la 

vida nacional, dentro de plazos que consideramos suficientes y, a la vez, 

razonables. 

En cuanto hace a la composición de la Comisión Especial, ésta se reduce 

sustancialmente con relación a la prevista en la reforma del 68 que, como 

anotamos, resultaba demasiado grande y compleja, con el resultado que salta a la 

vista: que en veintidós años de vigencia de Cicha reforma, jamás llegó a 
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integrarse. Por ello consideramos que el número previsto en nuestro proyecto, de 36 
treinta y dos congresistas en total, es un número adecuado para que la Comisión 

pueda cumplir su importante cometido. Se establece con toda claridad en el 

artículo propuesto, que en la Comisión deben quedar debidamente representadas 

todas las regiones" del país, aunque sin la exigencia de que esa representaci6n 

sea individual, por departamento. Estamos seguros de que la Costa, por ejemplo, 

se sentirá representada en ella, si entre los 32 miembros figuran, al menos tres, 

o cuatro, o cinco parlamentarios oriundos de esa región, sin importar mayormente 

a que departamentos pertenezcan. Lo mismo podría decirse de las demás regiones, 

entendiendo este concepto en su verdadero alcance: el de zona geográfica y 

sociocultural determinada. 

y . para que la Comisión Especial pueda lograr su cometido, con un criterio 

eminentemente patriótico y nacional, hemos creído conveniente que en ella tengan 

asiento, con voz pero sin voto, autorizados voceros del Ejecutivo, tal como lo 

establece el artículo que proponemos. Ello encuadra dentro del principio de la 

"colaboración armónica" que establece el artículo 55 de la carta. 
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ARTICULO Z 1/ . - El artículo 82 quedará así: \~" .. . v . \ o 

" 00 , ' 37 
"El Congreso pleno, las Cámaras y las Ccmisiones de estas podrán abrir sus 

sesiones y deliberar con la tercera parte de sus DlÍerri>ros, pero las decisiones 

sólo podrán tararse con la asistencia de la mitad más uno de los integrantes de 

la respectiva corporaci6n, salvo en los casos en que la Constituciónd determine 

un quórum diferente. 

lO En el Congreso pleno, en las Cámaras y en las Canisiones de estas, las 

decisiones se tararán por la mitad más uno de los votos de los asistentes, 

a no ser que la Constituci6n exija expresamente una mayoría calificada. 

"Las normas sobre quórum y mayoría decisorias regirán tant>ién para las 

Asarrbleas Departamentales, los Consejos Intendenciales y Ccmisariales y los 

Concejos Municipales". 

Con la reforma propuesta se refunden en uno los actuales artículos 82 y 83 de la 

Constitución, referentes ambos a una misma materia: el quórum decisorio. En 

efecto, encontramos más lógico y conveniente que esta materia esté regulada en un 

artículo específico, el cual sienta los principios generales que deben regir 

tanto al Congreso Nacional como a las demás corporaciones públicas en materia de 

quórum deliberativo y de quórum decisorio. Consideramos razonable mantener la 

regla universal de la mitad más uno, es decir de la mayoría simple, para las 

decisiones de tipo general, sobre la base de que éstas se deben tomar con la 

asistencia de esa misma mayoría de los miembros que componen cada corporación, 

como lo exige el inciso primero del artículo propuesto. De igual manera 

consideramos razonable la exigencia mínima ce la tercera parte de los miembros 

para que las corporaciones puedan abrir sus sesiones y deliberar, conforme se 

dispuso en la reforma constitucional de 1968, con el fin de agilizar el trabajo 

del Congreso. 

De otro lado, creemos conveniente desglosar del artículo propuesto lo referente 

al quórum especial exigido paz:-a la votación de leyes que modifiquen el z:-égimen 

electoz:-al, contenido en el inciso 20. del actual az:-tículo 83, paz:-a tz:-asladaz:- esta 

materia 
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ARTICULO ~Jr.- Derógase el Parágrafo transitorio del artículo 83. 

El Parágrafo transitorio del artículo 83, que contiene excepciones específicas a 38 
la ley electoral, fué concebido para la vigencia del sistema del frente nacional, 

expirada la cual carece de sentido mantenerlo dentro del cuerpo de la 

Constitución. Tan sólo debe mantenerse su último inciso, que debe ser materia de 

un artículo específico, como a continuación lo proponemos. 
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ARTICULO El a~tículo 93 queda~á así: 

"El Senado de la República se compondrá de cien (100) miembros, . 
setenta (70) por circunscripción nacional, y treinta (30) por circunscripci6n 

regional, conforme a la ley". 

Suprímase el Parágrafo t~ansitorio del artículo 93 
Proponemos una sustancia modificación en cuanto al orígen del Senado oe la 

República, para establecer una más clara diferenciación entre esta corporación y 

la Cámara de Representantes, diferenciación que responoe a la necesidad de darle 

un soporte constitucional más sólido al sistema bicameral colombiano. 

Proponemos que la elección popular de los Senadores tenga una báse combinada ce 

circunscripción nacional y de circunscripción regio~al. Consideramos que de 

adopta~ para esta elección, de manera exclusiva, la circunscripción nacional, se 

correría el grave riesgo de dejar sin representación en el Senaoo ce la 

República a las regiones- depé\rtamentos, intendencias, comisarias- menos 

pobladas cel país, con evi.dente desequilib~io en favo~ de los grandes centros 

urbanos y/o de los departarnentos oe mayor pobladón. Po~ esta razón pcoponemos 

que treinta (30) oe los integrantes oeJ. Senado sean elegidos con base en 

circunscripciones regionales, para lo cual .la ley que reglamente esta norma, 

ceberá hClcec la co~respondiente división e]ectocal del territo~io nacional. 
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ARTICULO 21. - Actículo nuevo: 

, ( ( 

, ." . 
.' :.' ..... \ .... 

l · .... · . , \ 
1 . ' 
; ~ ' " - J 
\ ( ' . ' \ . -', .. ; .:/ 

\.' : '<:~> ... ,')',- \.. \..~~'l"( .I." 
~~ 

"Los partidos minoritarios con representación en las corporaciones 

tendrán participación proporcional en las mesas directivas de éstas". 

públicas I r.¡ D 

Lo que consagca este nuevo actículo- y que, en términos vagos consagcaba el 

inciso final del Pacágcafo tcansitocio del artículo 83, introducido en la reforma 

constitucional de 1968-, es un pd.ncipio de sana y auténtica democracia, que 

viene a completar el estatuto de la oposici ón, consagrado en el artículo 23 del 

presente pcoyecto. Nos hemos permitido no sólo corregir la redacción, que 

juzgamos vaga e imprecisa, del mencionado inciso, sino adicionarla con la 

expresión "representación proporcional". Con ello se quiere evitar que esta 

disposición siga siendo interpretada de manera antojadiza y restrictiva poc parte 

de las mayorías en las corporaciones públicas, sobre t odo en aquellos casos en 

que exista un ~uilibrio o una mayoría precada de un ¡::¡artido respecto de otro u 

otros, Los gajes y prebendas de que disfruta el Congresista, e incluso hasta las 

dietas que se perciben. Además, el sistema. de los su?lentes númericos es más 

democrático, por cuanto, como es bien sabido, el elector generalmente tan sólo 

conoce a ouienes encabezan las listas de candidatos, o, a lo sumo, a quienes 

ocupan los primeros renglones, y son ellos quienes les mueven a votar por la 

respectiva lista. De esta suerte, a falta de cualquie~ principal el elector se 

sentirá más auténticamente representado por el suplente que figure en cabeza y, 

en orden descendente, por quienes le siguen, que por el suplente personal a quien 

muchas veces no conocen. 

Otra de las novedades contenidas en el artículo propuesto es la, de que en ningún 

caso los suplentes podrán reemplazar a los pdncipaJes por tiempo superior a la 

mitad del período constitucional. En concordancia con le anteriormente explicado, 

esta disposición tiende también a garantizar una representación más 

más auténticamente democrática en el Congreso, por 10 anotado: el elector vota, 

SODee todo, tenjendo en cuenta a los principales en la lista, así ' la mecánica 

electoral se traduzca en el hecho de que, por el sistema del cuociente 

electoral, se sepc que los realmente opcionados sor. quienes figuren en los 

pr i meros renglones, como pcincipales y suplentes. El sis:ema propueste busca 

l 
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evitac , también en este caso, las componendas entce pcincipales y suplentes; 

ocurce muchas veces que una figura de pcestigio y de cenombre se hace colocar en qA 
la lista, o acepta figucac en ella, únicamente paca atraec votos, pero con la 

intención de no concucríc al Congreso, o bien poc aceptar algún cacgo impoctante 

en la Administración, o bien poc simple falta de deseo de haceclo, dejando así al 

suplente a quien, insjstimos, el electoc no conoce- la opoctunidad de concuccíc a 

la totalidad o a la casi totalidad del período legislativo. Por ello proponemos 

que se fije un límite, de la mitad del pecíodo, paca que los suplentes actúen en 

las Cámacas. 

- " 1 

TITULO IX 

ARTICULO 29.- El actículo 99 quedará así: 

RLa Cámara de Representantes se COITp)Ildrá de dos representantes por cada 

departamento y uno más por cada ciento cincuenta mil o fracción mayor de cien 

mil habitantes que tengan en exceso sobre los primeros ciento cincuenta mil. cada 

vez que un nuevo censo fuere aprobado, la anterior base se aumentará en la misma 

proporción del incremento de población que de él resultare". 

La justificaci.ón de las reformas y adiciones intcoCucicas al actual actículo 99, 

son las mismas que expusimos anteriormente al cefecicnos a l actículo 93, que se 

cefiece a la composición del Senaco de la República. Básicamente se tcata, como 

se explicó, de mantenec, dentco de l1mites cazonables, el núemco de los miembcos 

del Congreso, paca evitar que, al citmo acelecado del ceedmiento de nuestra 

población, éste se convi.ecta en una Asamblea despcocionadamente numecosa, con las 

dificultades y perjuicios que ello necesariamente acaecea para el normal 

funcionamiento de la i nst i tución parlamentacia. (Otea altecnativa podcía sec la 

de congelar el número de congeesj stas, peco también ello tcopezacía con ciectos 

inconvenientes en lo que hace a la cepcesentación proporcioonal de las regiones y 

pactjdos polrticos). 

',.' . 
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ARTICULO 3 O· - El artículo 101 quedará así: -, , 
" ,,' \ J 

,---
" Los repcesentantes a la cámara durarán en ejercicio de sus fWlCiones cuatro 

años, pudiendo ser reelegidos por una sola vez·. 

La reforma de este artículo consiste simplemente en suprimir la frase inicial- 11 

a partir del 20 de julio de 1970"- que carece de sentido dejar en la Carta, 

tratándose de una fecha transitorio, y en hacer más clara su redacción, 

homologándola con la del artículo 95, referente al perfodo de los Senadores. 
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ARTICULO 1f.- El artículo 102 quedará así: 

- Son atribuciones especiales de la Cámara de Representantes: tf3 
"la. Elegir al Contralor General de la República, de ternas presentadas por el 

Senado. 

"2a.- Examinar y fenecer definitivamente la cuenta general del presupuesto y 

del tesoro, que le presente el Contralor. 

-3a. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales o legales, 

al Presidente de la República o a quien hubiere ejercido sus funciones, a los 

ministros del despacho, al Procurador General de la Nacioo, a los Magistrados del 

Consejo . Superior de la Administracioo de justicia, de la Corte Suprema de 

Justicia, y a los consejeros ~ estado, aún cuando hubieren cesado en ejercicio 

de sus funciones. En este último caso, por actos u anisiiones en el ~ de 

las mismas; y, 

"4a. Conocer de las denuncias y quejas que ante ellas se presenten por el 

Procurador General de la Nacioo, o por ciudadanos particulares, contra los 

expresados funcionarios, y , si prestan mérito, fundar en ellas acusaci6n ante el 

Senado" • 

Las reformas introducidas al artículo 102 consisten en lo siguiente:: 

a) Se suprime el numeral lo., por cuanto la elecci6n del Procurador pasa al 

Congreso en pleno, conforme a los artículos 74 y 144 reformados. 

b) La elección del Contralor la sigue haciendo la Cámara de ternas presentadas 

por el Senado, conforme al artículo 59 reformado. 

c) El numeral 40. se complementa agregando que la Cámara acusa no sólo al 

Presidente de la República sino " a quien hubiere ejercido sus funciones", 

precisión ésta que se hace necesaria en este numeral, para hacer extensiva esa 

facultad también en cuanto hace al ministro delegatario de funciones 

presidenciales: y se hace mención, además, de los magistrados del Consejo 

Superior de la administración de justicia, institución nueva cuya creación se 

contempla en el presente proyecto. 

En lo demás, el artículo queda como está actualmente. 
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AInlCULO El artículo 103 quedará así: 

'--"-""-M 
.. ' ' ".' .,'. \ 

\ , 

"Son facultades de cada Cámara: .. .. ',/' 
./ Lfrj 

"la. Elegir a su Presidente y sus vicepresidente, primero y segundo, para 

períodos de un año, contadas a partir del 20 de julio. Ninguno de ellos podrá 

ser reelegido, para el mismo cargo, en el periodo siguiente. 

n2a. Elegir su Secretario General para períodos de dos años, contados a 

partir del 20 de julio. Este funcionario deberá reunir las mismas calidades 

exigidas para pertenecer a la <x>rrespondiente Cámara; 

lO 3a. Solicitar al Gobierno o a los gerentes de establecimientos pGblicos 

nacionales, los informes escritos o verbales que requiera para el mejor 

desempeño de sus labores, o para conocer los actos de la administración, salvo 

lo dispuesto en el articulo 78 ordinal 30. 

"4a. En ejercicio de sus funciones de control politico sobre los actos del 

Gobierno, citar a los ministros del despacho a que concurran a las sesiones. Las 

citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de 48 horas, y 

formularse a través de cuestionario escrito. Los ministros deberán concurrir y 

ser ordos en la sesión para la cual fueron citados, sin perjuicio de que el 

debate continGe en sesiones posteriores, por decisión de la respectiva Cámara. 

Tal debate no podrá extendeerse a asuntos distintos de los señalados en el 

cuestionario de citación. 

"Sa. Como consecuencia del control político, presentar una moción de censura 

a cualquiera de los ministros, individualmente, sólo por asuntos relacionados 

con los temas de la citación respectiva y que tengan trascendencia nacional. 

La moción de censura sólo podrá ser presentada una vez concluído el debate de 

citación especial a los ministros, por no menos de la tercera parte de los 

miembros de la respectiva Cámara y su aprobación requerirá las tres cuartas 

partes de los Senadores. Si la moción fuere aprobada, el ministro deberá 

presentar la dimisión de su cargo, la cual deberá ser aceptada por el Presidente 

de la República en foana inmediata; sino fuere aprobada, los signatarios no . 

podrán presentar otra contra el mismo ministro y por la misma materia, centro de 

la respectiva legislatura, a menos que se produzcan hechos nuevos que así lo 

arneriten. La moción de censura deberá ser- resuelta dentro de los cinco (5) días 

siguientes al de su presentación. En ningún caso una moción de censurajrxx:.rfFett 
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presentada contra el Gabinete Ministerial en pleno. 

"6a. Recabar del gobierno la cooperaci6n de los organismos técnicos oficiales 

para el mejor desempeño de sus funciones. 

A7a. Proveer los ~leos que para el despacho de sus trabajos haya creado 

específicamente la ley I ajustándose estrictamente al presupuesto previamente 

asignado para el efecto. 

"Sa. Organizar su policía interior I de la cual serán responsables las 

respectivas mesas directivas". 

Las reformas y adic~es propuestas al artículo 103 son diversas y tienden todas 

ellas a ser más eficiente y responsable la labor del Congreso y de cada una de 

sus cámaras. Ellas son las siguientes: 

a)Se prohibe la reelecci6n para período inmediato de las mesas directivas de 

las cámaras, a fin de evitar los compadrazgos que tanto perjuicio causan a la 

imagen del Congreso, y de dar oportunidad a un mayor número de sus miembros de 

llegar a esas posiciones. 

b) Se corrige y mejora la redacción del numeral 20. 

c) Se refuerza el control político del Congreso sobre el Gobierno. a través de 

las instituciones de la moción de censura, cuyo procedimiento y alcances se 

consagran en el numeral So. con miras a que el congreso haga uso de ella en forma· 

racional, evitando que se convierta en fuente de inestabilidad y en instrumento 

de perturbación política que afecte seriamente la vida del Estado, como ha 

ocurrido con esa institución en algunos de los países, donde ella existe. Con tal 

fín se prevé, entre otras cosas, que la moción de censura no pueda ir contra el 

gabinete ministerial en pleno, con lo cual se establece una diferencia clara con 

lo que ocurre en los sistemas de gobierno parlamentario. 

d) De la misma manera se consagra en el nuevo artículo el procedimiento a que 

deberán someterse las citaciones a los ministros, reubicando esta materia en 

donde, a nuestro juicio, debe estar: dentro de la numeración de las facultades de 

cada cámara. 

e) En lo tocante con la provisión de empleos , se hace expresa mención de que 

ello debe hacerse " ajustándose estrictamente al presupuesto previamente asignado 

para tal efecto", como una manera de establecer una traba constitucional- aunque 

de hecho estaba tácitamente contemplada- a los abusos que sobre esta materia se 

suelen cometer. 
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ARTICULO~ . • - Adiciónase el articulo 110 con el siguiente inciso: 

" Los ~istas que dentro del año inmediatamente anterior a su elecci6n 

hayan prestado servicios remunerados a 9remios, sindicatos, asociaciones o 

personas de derecho privado, sean naturales o jurídicas, sobre cuyos intereses o 

negocios incidan directamente actos que se encuentren al estudio del Congreso, 

deberán declararse iJq;>edidos para actuar en ellos. Si así no lo hicieren, podrán 

ser requeridos por la mesa directiva de la corporaci6n a la cual pertenezcan, de 

oficio o por solicitud de cualquier ciudadano". 

Incluimos en nuestro proyecto, por considerarla de la mayor importancia, la 

adición al artículo 110, contenida en el presentado por el H. Senador Durán 

Dussan a la pasada legislatura, introduciéndole dos precisiones: la de que el 

requerimiento debe ser hecho por la mesa directiva de la corporación " a la cual 

pertenezca" el impedido, y que éste requerimienro puede ser hecho no solo a 

solicitud de cualquier persona (" ciudadano", considerarnos más apropiado decir), 

sino "de oficio" por dicha mesa directiva. 
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ARTICULO 31/.- El artículo 113 quedará así: 

A Los mieubros del congreso tendrán sueldo anual y gastos de representaci6n. Lfr¡ 
cada año el contralor General de la RepGblica informará en detalle sobre el 

porcentaje praoedio ponderado de todos los caat>ios ocurridos durante el último 

año en la remuneraci6n de los servidores de la Naci6n. El sueldo y los gastos de 

representaci6n de los congresistas variarán en el misoo sentido y en el miSlOO 

porcentaje, a partir de la recepci6n del informe del Contralor. 

ALos mieubros del Congreso se sujetarán al miSlOO régimen prestacional 

establecido por la ley para los servidores de la Naci6n". 

Con algunas precisiones, particularmente en lo que hace al último inciso 

referente al régimen prestacional de los congresistas, acogemos aquí la 

iniciativa contenida tanto en el proyecto del senador Durán Dussan, como en el 

presentado por el Partido Social Conservador a la legislatura de 1989. 

t/5' 
I 
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TITULO XI 

ARTICULO 1$=- El artículo 114 quedará así 

"El Presidente de la República será elegido en un mismo día por el voto 

directo y secreto de los ciudadanos y para un período de cinco (5) años en la 

forma. que determine la ley. Si el día de la elecci6n presidencial ninguno de los 

candidatos obtuviere la mayoría absoluta del total de los votos depositados en la 

Nación, se verificará Una nueva elecci6n el tercer daningo siguiente al de la 

primera, a la cual concurrirán caoo candidatos Gnicos, los dos que hubieren 

obtenido el mayor vóluoen en ésta. En la segunda vuelta electoral será elegido 

quien obtuviere la mayoría simple. 

"En ningGn caso el Presidente de la República podrá ser reelegido". 

Suprímase el Parágrafo transitorio del artículo 114. 

La reforma que 

consideramos de 

ampliación del 

proponemos al artículo 114 comprende tres aspectos 

enorme trascendencia para Colombia. En primer lugar, 

período presidencial a cinco años, en segundo lugar la 

que 

la 

no 

reelección presidencial, y en tercer lugar, el sistema de elección presidencial a 

dos vueltas. 

La ampliación del período presidencial a cinco años es una necesidad sentida, 

desde hace largo tiempo en Colombia. Puede decirse que hay consenso en el sentido 

de considerar el término de cuatro años insuficiente para desarrollar un programa 

completo de gobierno. Por algo en la mayoría de los países más avanzados en 

materia política el período del jefe del Estado se prolonga por más de cuatro 

años. Tal es el caso de los Estados Unidos, donde en la práctica llega a los ocho 

años, habida cuenta de que casi todos los Presidentes son reelegidos para período 

inmediato, o de Francia, donde es de siete años con posibi lidad de reelección 

indefinida, con lo cual puede llegar fácilmente a los catorce y hasta los 

veintiún años, o en Italia donde también es de siete años, o de r-léxico donde es 

de seis lo mismo que en Chile, o de Venezuela donde es de cinco, lo mismo que en 

Perú y en otros varios países. Consideramos que un quinquenio es un plazo apenas 

razonable para que en Colombia un mandatario pueda dejqr una labor consolidada. 

El de seis puede resultar un período excesivamente largo para Colombia; pero el 
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de cuatro, ha resultado, en todo cas~ corto. 
\c-. , .... «;:' 

'\. .. .... ' ·:: · · · .· c~/ 
"'-... -- ~~ .~ ..... 

Como compensación, con creces, de la prolongación del período presidencial en un ~q 

año más, proponemos la no reelección del presidente, en ningún caso. Con ello se 

busca, además, evitar que, en adelante, se continúe con la práctica tan nociva de 

que cada ciudadano que termina su período en la presidencia, al día siguiente se 

convierte en potencial candidato de su partido, o de su grupo, para la próxima 

elección, frenando así las legítimas aspiraciones de muchos de sus copartidarios 

y convirtiendo a los expresidentes en una institución de arbitramento de la vida 

política del Estado. No se trata de cerrarle a los expresidentes la posibilidad d 

EJUe continúen opinando e influyendo, con su prestancia y su experiencia, en la 

política nacional; para ello hemos propuesto en el artículo del presente 

proyecto, que se les confiera la senaturía vitalicia. La no reelección, sería 

para ellos mismos un alivio, en el sentido de que los colocaría por fuera de las 

presiones de sus propios copartidarios al buscar que, aún contra su voluntad, 

acepten convertirse nuevamente en aspirantes presidenciales. 

En cuanto hace a la elección presidencial a dos vueltas, o sistema del " 

balltage", se trata de un sistema altamente beneficioso, implantado primero en 

Francia y luego en muchas democracias del mundo, con excelentes resultados para 

la estabilidad institucional y la tranquilidad pública. Se trata de que a una 

primera vuelta puedan ir todos aquellos aspirantes, legalmente inscritos, pero 

para que algunos de ellos obtengan el triunfo, se requiere que haya recibido al 

menos el 51% del total de votos nacionales. Si ninguno obtiene esta cifra, 

entonces se real izará una segunda vuelta, dentro de un plazo razonable- que 

estimamos no debe superar las tres semanas- a la cual ya tan sólo irán los dos 

candidatos que en la primera hubieren obtenido la mayor votación, es decir, los 

dos candidatos "de verdad". En esta segunda vuelta el elegido será quien obtenga 

la simple mayoría. Se trata, entonces, de que el mandato que reciba el elegido 

sea un mandato claro y le permita asumír la presidencia con una evidente base de 

legitimidad. Se busca, además, darle al pueblo una oportunidad de reflexionar 

sobre los dos candidatos con mayor opción, en el período siguiente al de la 

primera vuelta, y a éstos realizar los contactos tendientes a buscar apoyo en Jos 

sectores que en la primera vuelta acompañaron a otros candidatos eliminados. Es 

dec i r, que este sistema propicia, de paso, el entendimiento político y la 

convivencia social, al obligar a los partidos y grupos a constituír bloques o 
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coaliciones electorales, como se estila en las grandes democracias del mundo 

moderno. Es pués un mecanismo civilizador de las costumbres políticas para 50 

resumir, con un ejemplo suficientemente ilustrador, cabe preguntarnos cuánta 

zozobra se hubiera evitado el país si para ela elección presidencial del 19 de 

abril de 1970 hubiera existido el sistema de las dos vueltas. No cabe duda de que 

una coyuntura como aquella, el panorama se hubiera despejado totalmente y el país . 
no hubiera tenido que sufrir las secuelas derivadas de la acre impugnación que 

por mucho tiempo se siguió haciendo a aquella elección. 

Por lo demás, debe suprimirse el parágrafo transitorio del artículo 114, cuyo 

mantenimiento en la Constitución carece totalmente de sentido. 
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ARTICULOj'.- El actku l o . ' : ) / 
" ,'''. \,,0,'. ',,,,,1 

... ..... ~ .. y ' 

119 quedará así: 

' --- -_ .-/ 5-1 
u Corresponde al Presidente de la República en relación con la administración 

de justicia: 

"lo. velar porque en toda la República se aóninistre pronta y cumplida 

justicia, y prestar a los funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes, los 

servicios y auxilios necesarios para el cabal desefTl?eño de sus funciones y la 

ejecución de sus providencias: 

"20. Enviar al Congreso Pleno una terna para la elección de Procurador General 

de la Nación, en los términos previstos en el articulo 144, y narbrar a los 

fiscales de los tribunales, de listas presentadas por el Procurador General de la 

Nación; 

"30. Promover, por medio de autoridad competente, la acusación a que haya 

lugar contra cualquier eapleado pGblico del orden nacional, por infraCción de la 

Constitución y las leyes. 

"40. Conceder indultos por délitos políticos. En ningGn caso los indultos 

podrán canprender la responsabilidad que tengan los favorecidos respecto de los 

particulares, conforme a las leyes". 

Dada su enorme tcascennencia, la atcibución contenj.da en el actual numeral 20. se 

coloca en el primeco, modificando la parte final eJe su redacci6n al eJecic, más 

explícitamente que el Presidente cebe prestar a los funcionarios juc5ciales "los 

servicios y auxiEos nacesarlos par-a el cabal desempeño de sus funciones y la 

ejecuc ión Ge sus providencias. Es esta una manera de constreñir más al Ejecutivo 

a br-indar una ayuda más sustancia l a la rama jurisciccionaJ I como se v i ene 

ceclamanoo con ahinco por par-te de ésta. 

Como numer-al segunoo se consagra la atcibuci. ón de enviar al Congreso Pleno- y nó 

sólaJi,e nte a la Cámara de Re[xesentantes, como hasta ahora- la terna paca .1.a 

elecció!l del ?r-ocuraoor Gener-al ce la Nadón , ]a cuaL como ya se ha menc::oné.!ao 

y s e especj fi.ca rá en e l artículo 144 , (~ebe cecaer en un ciuda(1anO ce f i U ac ión 

~::oJítjr:a di st i nta de la del Presi ( ente. 

El nLllr.eral 30 . se re¿acta ce una m¡l !",e::-a rn¿~~ ?m9' i c , ñ.unC)ue se Cl Lcunsc r- ibe a los 

funcior1ar~ os cel ot:'Gen naci ona 1, cejanoo, como se veL'á más aoelante, este 
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at~ibución en lo que hace a los del o~den depa~tamental a los 9obe~nado~es, y a 

los del o~den municipal a los alcaldes. Cons;. de~amos que también en este campo 

debe ope~a~ la descentralización. 
. ~ 

5.1 
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ARTICUL01~.- Los numerales lo., 60., 12 Y 14 del artículo 120 quedará así: ' . 0, " '. :-: \. .. . .' 

"-0_ .. _____ .-

"lo. NooDrar y remover libremente los ministros del despacho, los jefes de 

departamentos aóllinistrati vos, los gobernadores, los directores o gerentes de los 

establecimientos públicos nacionales, los superintendentes y el alcalde mayor de 

Bogotá, D.E. en los casos señalados por la ley. 

"Para preservar el . espíritu nacional en la rama ejecutiva y en la 

administración pública, en el narnramiento de los citados funcionarios se tendr~ 

en cuenta la participaci6n equitativa de ciudadanos pertenecientes a partidos 

distintos del del Presidente de la República. Sólo en el caso de que dichos 

ciudadanos decidieren no participar en el ejecutivo, el Presidente constituirá 

libremente el Gobierno en la forma que considere procedente". 

ft60. Ejercer la suprema canandancia de las Fuerzas Armadas y de policía, 

disponer de la fuerza pública y conferir grados militares con las restricciones 

establecidas en el ordinal 20. del artículo 98, y con las formalidades que la ley 

detennine" . 

"120. Reglamentar, dirigir e inspeccionar la educación nacional, a todos los 

niveles" • 

ftl40. Ejercer la intervenci6n necesaria en el Banco de emisi6n y en las 

actividades de personas naturales y jurídicas que tengan por objeto el manejo o 

aprovechamiento y la inversión de fondos provenientes del ahorro privado, con 

sujeción a l as normas generales a que se refiere el artículo 76 , numeral 22". 

Al numeral pr i mero se agrega, como facultad del Presidente de la Repúbl i ca, la de 

nombrar y remover libremente a los superintendentes, norma que no estbaa 

expr esamente establecida en la carta, y al Alcalde Mayofde Bogotá, D.E., en los 

casos señalados por la ley. Además desaparece el parágrafo únido de este numeral, 

y se cambia por un inciso en el cual se sigue manteniendo el precep to de la 

pa rt i cipación de otros partidos distintos del del Presidente en la rama 

ejecut i va, pero concebido de manera más amplia. Es así como no se dice que esta 

part ic i pac i ón será "adecuada", término que se presta a diferentes 

interpretaciones, si.no que ella será s implemente "equitativ::. ", lo cual impl i ca 

que debe ser proporc ional. y, por otra parte, esa participación no s e limita, 
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como en el actúal parágrafo, a un sólo partido- el que siga en votos al del 

Presidente-, sino que se hace extensiva a "partidos distintos" del del 

Presidente. Estamos convencidos de la conveniencia de que este principio se 

mantenga en la Constitución, como el más idóneo medio de lograr el noble objetivo 

de "preservar el espíritu nacional" tanto en el Gobierno como en la 

administración. 

Al numera 1 60. se agrega" para comenzar, un precepto que hasta ahora no estaba 

expresamente consagrado en la Constitución, aunque siempre se hubiere 

considerado, aunque sin un fundamento concreto, como implícito en ella: el que 

consagra al Presidente de la República como supremo comandante de las Fuerzas 

Armadas. Se llena, pues, de esta manera, un vacío que era indispensable subsanar, 

a fín de obviar polémicas como la que se desató a raíz de los tfagicos sucesos 

del Palacio de Justicia en 1985, cuando se puso en tela de juicio tal calidad en 

cabeza del jefe del Estado. 

El numeral 120. se concibe de una manera más precisa y más amplia, a la vez, 

respecto del numeral vigente que habla de la "instrucción pública naciona", 

expresión ésta que podría interpretarse como que la atribuci6n del Presidente se 

limita a reglamentar, dirigir e inspeccionar los establecimientos de educaci6n 

oficiales, cuando lo que se quiere es que esta facultad cubra la totalidad de la 

educaci6n nacional "a todo los niveles", como queda consignado en el proyecto. 

En el numeral 14 se suprime, por innecesaria, la expresi6n "como atribuci6n 

constitucional propia", y se agrega, en la parte final, "con sujeci6n a la~ 

normas generales a que se refiere el artículo 76, numeral 22". 
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ARTICULO 18 . - El artículo 121 quedará así: 

"En caso de corunoción interior determinada por el Gobierno Nacional, podrá el 

Presidente de la República, con la firma de todos los ministros, decretar el 

estado de alarma en todo el territorio nacional, o en parte de él, por 1D1 lapso 

no superior a sesenta días. En virtud de tal declaratoria podrá el Gobierno tomar 

las medidas de policía que considere indispensables para conjurar la alteración 

del orden público y evitar la extensión de la misma, incluyendo aquellas que 

restrinjan en ejercicio de las libertades individuales y los derechos civiles. 

"Si durante el lapso señalado, o cunplido su término, la situación de 

alteración del orden público tendiere a agravarse, o surgieren nuevos elementos 

de perturbación que amenacen la estabilidad de las instituciones y la seguridad 

del Estado, podrá el Presidente de la República, con la firma de todos los 

ministros, y previo dictámen favorable del Consejo de Estado, decretar el estado 

de excepción en todo el terriotio nacional, o parte de él, hasta por el término 

de seis meses, prorrogables por igual término con la aprobación del Congreso. En 

virtud de tal declaratoria podrá el Gobierno dictar decretos con fuerza de le y 

tendientes exclusivamente a conjurar la perturbación del órden público y a 

ÍJJt:ledir la extensión de sus efectos. Tales decretos tendrá vigencia durante el 

estado de excepción y con posterioridad a su levantamiento, a menos que el 

Congreso los modifique o derogue, una vez producido este hecho. 

"En caso de guerra exterior, podrá el Presidente de la República, con la firma 

de todos los ministros, decretar el estado de sitio por término indefinido, 

mientras dure la situación de conflicto. Mediante tal declaración tendrá el 

Gobierno, además de l as facultades legales, las que la Constitución autoriza para 

tiempos de guerra, y las que, conforme a las reglas aceptadas por el derecho de 

gentes, rigen para la guerra entre naciones. 

"La existencia del estado de . alarma, del estado de excepción o del estado de 

sitio, en ningún caso impiden el normal funcionamiento del Congreso. Por 

consiguiente, éste se reunirá por derecho propio durante el período de sesiones 

ordinarias, y en extraordinarias cuando el Gobierno lo convoque. El Congreso 

podrá ejercer entonces la función de control, poI ítico sobre los actos del 

( , 

5.5 
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GobieOlo, inclusive los que realice en desarrollo de las facultades conferidas a 

él en este artículo. 

"En caso de guerra exterior, el GobieOlo convocará al Congreso en el mismo 

decreto en el que se declare el estado de sitio, para que se reúna dentro de los 

diez días siguientes, y si no lo convocare, el Congreso se reunirá por derecho 

propio. El Gobierno deberán rendir al Congreso un informe sobre las causas que 

motivaron el estado de ·sitio, pero éste no podrá exigir a aquél informes de 

carácter reservado sobre las operaciones militares que disponga para hacer frente 

al conflicto. 

"El Gobierno declarará restablecido el orden público tan prOnto ccmo hayan 

cesado la guerra exterior o la conmoci6n interior. En el caso del estado de 

sitio, dejarán de regir los decretos extraordinarios que haya dictado. 

"El control jurisdiccional sobre los decretos dictados por el Gobierno en uso 

de las facultades conferidas en el presente artículo, corresponde a la Corte 

Constitucional. En tal virtud, el GobieOlo deberá enviar dichos decretos a ésta 

corporación al día siguiente de su expedición, para que ella decida 

definitivamente sobre su exequibilidad; si no lo hiciere, la Corte Constitucional 

aprehenderá inmediatamente, de oficio, su conocimiento. La Corte Constitucional 

dispondrá de los términos señalados en el artículo 214 para fallar, previa 

audiencia del Procurador General de la Nación, cuyo dictámen no será obligatorio 

para ella". 

Proponemos una modificación sustancial del actual artículo 121, con el objeto de 

devolvedes a los llamados "p:Xleres de crisis" la eficiencia de que hasta ahora 

han carecido. Es evidente que una de las jnstituciones más desgastadas de nues tra 

Constitución, por- el abuso que casi todos los gobiernos han hecho de ella, es la 

del estado de sitio. Por- su pr-opia natur-aleza, el estado de sitio es una 

instituc i ón concebida para situaciones de guer-r-a exter-ior-. Así lo indica tanto su 

orígen histór-ico como su mismo nombr-e . Se tr-ata de una plaza sitiada por- fuer-zas 

enemigas de or-ígen exter-no, que obliga a tomar- una ser-ie de medidas de natur-aleza 

militar-, tendientes a evitar- que la plaza, o el paí, sea invadido o tomado por­

esas fuerzas. En Colombia la institución se ha adoptado, desde 1886, par-a todas 
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las situaciones de alteración del orden público, incluyendo las de orígen 

interno, y por ello no ha dado los frutos para los cuales fué concebioda. 

Nuestra propuesta está encaminada, entonces, a distinguir tres tipos de régimenes 

de crisis: El estado de alarma, el estado de excepción y el estado de sitio 

propiamente dicho. 

A) El estado de alarma: Es la primera instancia. Tiene lugar cuando se produce 

una conmoción interna, ya sea de carácter general o de carácter parcial o local. 

Es el caso de un intento de insurrección, de hechos violentos que alteren el 

orden público, de una paralisis parcial o total de los servicios públicos, de un 

amago de golpe contra las instituciones o, en general, de acontecimientos que, a 

juicio del Gobierno, puedan calificarse como de perturbación seria de la 

tranquilidad ciudadana. En tales casos el Gobierno queda investido de facultades 

de policía- tanto de naturaleza preventiva como represiva que exceden a las que 

normalmente posee por mandato de la propia Constitución, porque cuanto le 

permiten restringir las libertades individuales y los derechos civiles. Podrá, 

entonces, por ejemplo, decretar toques de queda, ley seca, allanamientos 

domicil iarios, suspensión de permisos de porte de armas, requisas, detenciones 

preventivas, etc. La duración del estado de alarma no deberá exceder de sesenta 

días, plazo éste que se considera prudencial para que puedan conjurarse las 

circunstancias que dieron orígen al estado de alarma. De nos ser as), se tendrá 

una segunda instancia: El estado de excepción. 

B.-El estado de excepción: Correspondería éste a lo que hoy conocemos como estado 

de sitio pero con algunas variantes. En primer término, el motivo para su 

declaratoria sigue siendo exclusivamente, la conmoción interior. Se dá cuando, 

pasado el estado de alarma, la situación se ha agravado, o han surgido elementos 

de perturbación nuevos, que constituyan amenaza cierta contra la estabilidad de 

las instituciones y la seguridad del Estado. Los poderes del Ejecutivo se verán 

entonces reforzados, con la posibilidad de dictar decretos de carácter 

legislat ivo , que suspende, como en el caso del estado de sitio, las leyes que les 

sean cont rarias. Se j nsiste en que tales decretos deberán tener por objeto 

exclusi vo "conjurar la perturbacj ón del orden públ ico e impedirla extensión de 

sus efectos". Pero, a diferencia del estado de sitio, el estado de excepdón se 
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deccetacá poc un pecíodo fijo; seis meses, el cual solo podcá sec pcoccogado por 

autorización del Congreso poc un lapso igual. Con ello se busca evitar la 

vigencia indefinida del régimen de excepción, que es lo que ha venido ocucriendo 

en Colombia, con gcave detrimento, para la solidez de las instituciones. 

Otea diferencia es la de que los decretos dictados por el Gobierno en estado de 

excepción, seguirán teniendo vigencia, una vez levantado éste, a menos que el 

Congceso los modifique o . los derogue expresamente. El objeto de ello es evitar 

los traumatismos que ha vivido el país y la prolongación indefinida del estado de 

sitio, ante la perspectiva de que los decretos gubernamentales dejen de tener 

vigencia una vez levantado éste. Tratándose de medidas que buscan asegurar la 

tranquilidad pública, no se vé clacamente la razón por la cual dejen de tener 

vigencia, una vez superada la coyuntuca critica que las motivó, la cual podría en 

cualquiec momento repetirse. 

C) El estado de sitio: Se deja esta instancia para la situación de guerra 

exterior, para la cual, como se dijo anteriormente, fue concebida la institución. 

A diferencia de las dos anteriores, en ésta el Gobierno debe convocar 

irunediatamente al Congreso, si no estuviere reunido, para informarlo sobce las 

causas que motivaron la declaratoria del estado de sitio, que no son otras de las 

del estallido de un conflicto bélico con país extranjero. El Gobiecno tiene 

entonces la obligación de mantenec a los legisladores informados sobre la 

situación, salvo que se tcate de asuntos resecvados sobce las opecaciones 

militaces, tal como se dice en el actículo del pcoyecto. Las facultades que 

tendcá el Gobiecno bajo estado de sitio son las previstas paca situaciones de 

guerra entre naciones y las que, conforme al Derecho de Gentes, cigen en tales 

casos. Poc lo demás, al estado de sitio, contraciamente a lo contemplado en las 

dos instancias anteciores, no puede ponécsele límite en el tiempo, por cuanto es 

dificil pcever la duración de un conflicto bélico, que bien puede tecminar en 

cuestión de hocas o de pocos días, como puede prolongacse por meses y hasta por 

años. 

En cuanto a los controles sobre los actos del Gobierno cumplidos en las tces 

instancias o situaciones enuncjadas, ellos se establecen en forma clara y 

precisa: el contcol político, lo sigue teniendo el Congreso conforme a lo 
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previsto en el indso 40. y el control jurisdi.ccional pasa, de acuerdo el l.a 51 
propuesta contenida en este proyecto, a la Corte Constitucional, en los términos 

previstos en el inciso séptimo del artículo 121. 
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ARTI<DLO ff).- El articulo 129 quedará así: 

-No podrá ser elegido Presidente de la República el ciudadano que, a cualquier 

titulo, hubiere ejercido la Presidencia dentro del año inmediatamente anterior a 

la elección. 

-~ podrá ser elegido Presidente de la República el ciudadano que un año 

antes de la elección haya ejercido cualquiera de los cargos a que se refiere el 

inciso primero del articulo 108". 

La reforma de este artículo consiste, simplement:{¡ en suprimir el primer inciso, 

ya incorporado al artículo 114 que, en su inciso final, p!:'"ohibe de manera 

absoluta la reelección presidencial , y en actualiza!:'" y !:'"edacta!:'" de una mane!:'"a más 

explicita el inciso segundo. 

Ca 
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ART 1 CULO l¡ / Artículo nuevo: 

"Los ciudadanos que hayan ejercido la Presidencia de la República por elección 

popular, serán senadores vitalicios". 

La senaturía vitalicia para los expresidentes de la República es, desde todo 

punto de vista, convenjente para la Nación. Por una parte, es un medio, el más 

idóneo, para que ésta se sjrva de la expericneica y de las luces de quienes hayan 

ocupado la primera magistratura. Ningún foro más adecuado que el Senado para que 

los expresidentes intervengan en la vida pública, con sus opiniones, sus consejos 

y con todo el bagaje de experiencias que el ejercicio del poder necesaLÍa.11entE 

les deja, cual~Jiera que sea la manera como lo hayan ejercido. Por otra parte, el 

hecho de tener asegurada una curul en el Senado contribuirá en gran meCida a 

evitar una práctica que a la postre resulta nociva para nuestra democracia: la de 

c;ue una vez salídos ce la Presidencia, los expresicentes suelen convertirse, casi. 

de inmediato, en potenciales canóidatos a la reelección y/o en jefes únicos oe su 

partido, represando así las legí.timas aspiraciones de otros copartioarios suyos. 

De ahí ha surgido la peculjar institución de los expresic entes, como un club 

cer-ra(lo y privilegiado que acaba por convert i ese en la instancia últ iTfla de su 

respecti vo partido. Es bien sabido que en pocos países, como colombia, los 

expres joentes seguen tenjenoo tanto poder y tanta influenc i a sobre sus 

copartidar-ios y, en general, sobre sus compatriotas, conv.! rtiéndos.e, corro muct1as 

veces ha ocurrido, en escollo insalvable para la tarea dEl gobernante ce turno, 

sobee toOo s i éste es de su propjo ?3rtido. 

La senatucJa vita]jcia se constituye, en :~ onces , como una tr 5bun2-

la corno última y 

Cél -::- ::-~Cé! ~)() lítj ca . Esta instituc i.iSn exis~e, no!.- lo cerés , en 'v'cr ;Z\ s itI1:x>rta íl t.,.:s 
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democracias del mundo; como es el caso de Italia, de Venezuela .•. En Inglaterra, 

por lo general quienes han ocupado la jefatura del Gobierno, como primeros 

ministros, son designados miembros vitalicios de la Cámara de los Lores. 

El artículo propuesto establece, por otra parte, que serán senadores vitalicios 

quienes hayan ocupado la Presidencia por elección popular; es decir, que quedan 

excluídos de esta investidura, quienes la hayan ejercido como Designados o a 

cualquier otro título transitorio. 

,, "> .... ' 
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Tr:ruLO XIV 

ARTICUL042.- El pr i mer inciso del artículo 144 quedará así: 

"-
"fU Procurador General de la Nación será elegido por el Congreso en pléno de-

una terna presentada por el Presidente de la República, conformada por ciudadanos 

pertenecientes al partido que siga en votos al del Presidente, conforme a los 

resultados de la elección presidencial y que reúnan las mismas calidades exigidas 

a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia. El período, del Procurador será 

igual que el del Presidente de la República". 

Conforme se expuso en el artículo nuevo referente al llamado estatuto de la 

oposición, los principales cargos de fiscalización- particularmente el de 

Procurador General de la Nación- deben ser ocupados por ciudadanos pertenecientes 

a partidos distintos del del Presidente de la República, a fín de garantizar una 

mayor imparcialidad en el ejercicio de tan delicada función. Así mismo, dada la 

señalada importancia de ese cargo, consideramos que su elección debe corresponder 

al Congreso en pleno, y no sólamente, como hasta ahora, a la Cámara de 

Representantes, de terna presentada por el jefe del Estado, ceñida a la condición 

arriba mencionada. La reforma propuesta al inciso primero del artículo 144 

consiste, pues, en incluír estas nuevas disposiciones. 

En lo demás, consideramos que el artículo debe quedar como esta actualmente. 
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TITULO XV 
-. 

I 

ARTICULO~~.-- Supeímase el inciso segundo del aetículo 149. \ 

'. 

Se teata de supeimie la polémica disposición que establece la paeidad política en 

la Coete Supeema de Justicia y en el Consejo de Estado-. Consideeamos que si se 

pacte del peincipio de que la función judsdiccional, poe esencia, debe see 

impaecial y, poe tanto, apolítica, tal noCIDa eesulta un conteasentido. 

65 
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ARTICULO~.- Adiciónase el artículo 145, así: 
\ " 

\ (" ,',' '/ 
. '~: ~ " : ',;'> G 

"20. Praoover la defensa de los derechos hunanos y el castigo de su v101aci6n¡- c¡ 
tanto por parte de las autoridades como de los particulares. 

"30. Ejercer la jefatura de la policia judicial. 

"$o. Rendir informe anual al Congreso sobre el desempeño de sus funciones. 

"El Prcx::urador General dispondrá de los medios y el personal adecuados para el 

cabal Clllll>limiento de sus funciones: la provisión de los medios y la 

determinación y calidades de los funcionarios serán fijados por la ley" 

Las adic i ones propuestas al artículo 145, sobre funciones especiales del 

Procurador, se explican por sí solas . Consideramos que es indispensable que ellas 

estén expresamente consagradas en la Constitución. 
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TITULO XV 

ARTICULOV~.-- Suprímase el inciso segundo del artículo 149. \. 
\ 
'. 

Se trata de suprimir la polémica disposición que establece la paridad política en 

la Corte Suprema de Justicia y en el Consejo de Estado-. Consideramos que si se 

parte del principio de que la función jurisdiccional, por esencia, debe ser 

imparcial y, por tanto, apolítica, tal norma resulta un contrasentido. 
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ARTICULO cyf.- Artículo nuevo: ~ >1 ' ~ 

"Habrá un Consejo Superior de la Adninistraci6n de Justicia, integrado po~d 
66 

número de magistrados que fije la ley, la cual determinará también lo relativo a 

su organización, funcionamiento y atribuciones". 

"Los magistrados del Consejo Superior de la Administración de Justicia serán 

elegidos por la misma Corporación para períodos· de ocho años, y no serán 

reelegibles en ningún caso. La primera elección la hará la Corte Suprema de 

Justicia, de ternas presentadas por el Presidente de la República. 

·Para ser magistrado del Consejo Superior de la Administración de Justicia se 

requieren las mismas calidades que para ser magistrado de la Corte Suprema de 

Justicia". 
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ARTICULO lfI.- Artículo nuevo: 

"Son atribuciones del Consejo Superior de la Administración de Justicia, 

además de las que le señale la ley, las siguientes: 

"la. Administrar y supervigilar la carrera judicial: 

"2a. Enviar a la Corte Suprema de Justicia y al Consejo de Estado ternas para 

la elección de los magistrados de dichas corporaciones. 

"3a. Supervigilar la organización administrativa de la rama jurisdiccional y 

proponer al congreso de la República las reformas que considere adecuadas a la 

estructura de la misma: 

"4a. Examinar Y sancionar la conducta de los funcionarios y erq;>leados de la 

rama jurisdiccional: 

"Sa. Conocer en única instancia de las faltas disciplinarias en que incurran 

los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la 

Corte Constitucional y del Procurador General de la Nación, y en segunda 

instancia, por apelación, de las que incurran los jueces y magistrados de los 

Tribunales : 

"6a. conocer en segunda instancia, por apelación, de las faltas disciplinarias 

o atentados Contra la ética profesional, en que incurran los abogados en 

ejercicio de la profesión. 

It&a. Dirimir los conlfictos de competencia que se susciten entre las 

diferentes jurisdicciones". 

Los dos nuevos artículos propuestos crean la institución del Consejo Superior de 

l a administración de Justicia, necesidad sentida desde hace largo tiempo. Se 

trata de concentrac, en una corpocación de la más elevada jecacquía, todo lo 

atinente a la supervigilancia de la rama jucisdiccional, en lo que toca a su 

organización y estructuca administrat:i vas. con este nuego organismo se descarga 

la cesponsabilidad que hasta ahoca estaba diluída entce la Cocte Supcema de 

Justici a, el Consejo de Estado y el Tribunal Disciplinacio, en lo que hace a la 

laboc pucamente administcat:iva de esta cama del podec público. 

Como pcimeca medida, se le confía al Consejo Supecioc de la Admini.stración de 

Justicia la administcación y supervigilancia de la can:'eca judicial, 

cesponsabilidad ésta que, hasta e] momento, no se le ha confiado a un organismo 

\ 

67 

, ..P' 

) .:;; 

Digitalizado por la Biblioteca Luis Ángel Arango del Banco de la República, Colombia.



,>-4-
I 

en conc reto. Se le confía, además, y como consecuencia lógica de lo anterior, la 

organ i zación administrativa de la rama jurisdiccional y se le dá la iniciativa 6~ 

para proponerle al Congreso todas las reformas que se consideren pertinentes a la 

estructura de esta rama. Se le dá la atribución de intervenir en el nombramiento 

de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la 

Corte Constitucional, mediante el envío de ternas a las respectivas 

corporaciones, con dicho fín. 

Por otra parte el Consejo sustituye al Tribunal Disciplinario cr:-eado en la 

r:-eforma de 1968 (art. 217), y se le otorgan las facultades de que dicho tribunal 

disponía. En consecuencia el ar:-tículo 217 queda der:-ogado. 

Consider"amos que con l a c reación del Cons e jo Superior:- de la Administr:-ación de 

Justicia l a r:-ama. Judsdiccional tendrá, por:- fín, un organismo que vele, de manera 

efectiva, por su cabal funcionamiento y eficacia administrativa, y se subsanarán 

muchas de las más graves fallas de que viene adoleciendo esta rama del poder, en 

el cumplimi ento de su de licada funci ón. 
• - "'. * --- .... - ........ 

\ ,," : " 

. , 
'¡ 

Digitalizado por la Biblioteca Luis Ángel Arango del Banco de la República, Colombia.



ARTICULO 1~- El inciso cua~to del a~tículo 149 gueda~á así: " yl 
"Las vacantes serán llenadas por la respectiva corporaci6n, de ternas que 1';"" . - • 6 c¡ 

presente el Consejo Superior de la A<binistraci6n de Justicia n
• 

El sistema de la cooptación en la rama jurisdiccional, implantado en la reforma 

constitucional de 1968 con la intención de asegurar, por este medio, la 

independencia de dicha rama, se ha prestado, en la práctica, a criticar, en 

muchos casos justificadas por parte de la opinión, ya que se ha traducido en 

ciertas situaciones a una nueva forma de clientelismo: el clientelismo judicial. 

En efecto, tanto a nivel de la Corte como del Consejo de-Estado, no han dejado de 

presentarse presiones y favoritismo cuando se trata de la designación de 

reemplazos o de provisión de cargos en los Tribunales y Juzgados dependientes de 

dichas corp:>raciones. Proponemos la reforma de dicho sistema, asignando al 

consejo Superior de la Administración de Justicia la atribución de conformar las 

ternas para los reemplazos tanto en la Corte Suprema de Justicia como del Consejo 

de Estado, de entre las cuales dichas corporaciones deberán escoger al nuevo 

magistrado. Ya se verá, más adelante, cual es el objetivo de esa nueva 

institución y como, a través de ella, se busca conseguir una verdadera 

independencia y tecnificación de la rama jurisdiccional, al colocarse, desde el 

punto de vista puramente administrativo, en una instancia superior sobre los 

tribunales y juzgados de distintas categorías. 
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TITULO XVII 

. ARTICULO Y&.- Artículo nuevo: . ' . " 

" Se establecen, ccmo procedimiento de deoocracia participativa 

',- .. -:'; ,:-<~ / 
dir~ta--' -- '~l '/ 70 

referéndum, el plebiscito y la iniciativa popular. l'1ediante el referéndum, el 

pueblo pcxlrá ser llamado a pronunciarse sobre el texto de un proyecto de reforma 

constitucional, o de ley, que, a juicio de la mayoría absoluta de los mieri:>ros de 

una y otra cámara deba ser scmetido a este procedimiento. En tales casos, la 

suerte del proyecto será decidida por el voto directo de la mayoría de los 

ciudadanos. 

"Mediante el plebiscito, el pueblo podrá ser llamado a pronunciarse sobre una 

iniciati va gubernamental que, a juicio del Presidente de la República y de todos 

los ministros, avalado por la mayoría de los congresistas, deba ser scmetida a 

este procedimiento. No podrán hacerse plebiscitos en torno a personas ni a 

intereses de tipo particular. 

"l'1ediante la iniciativa popular, el pueblo, o parte de él, podrá convocar a 

referéndum para que mediante este procedimiento, se decida sobre proyectos de ley 

o de reforma constitucional de origen popular. En tal caso la convocatoria la 

hará el Gobierno, con base en la solicitud firmada por no menos de cincuenta mil 

ciudadanos, debidamente identificados. La solicitud deberá ir acompañada del 

texto del proyecto que se pretende someter a referéndum. La ley reglamentará los 

mecanismo para llevar a la práctica el referéndum el plebiscito y la iniciativa 

popllaru
• 

En desarrollo de lo dispuesto en los artículos 20. y 30. de nuestro proyecto, se 

establecen en este nuevo artículo los procedimientos de la democracia dj.recta, 

que deberán dar plena vigencia al principio de J.a "cemocraci.a participativa" en 

Colombia. Son ellos e l refer-éndum, el plebiscito y la iniciativa popular. En el 

artículo pr-opuesto se trazan los lineamientos dentro oe los cuales deber-á 

erunarcarse la práctica de cada uno de estos procedimientos, así: 

A) El r efer-éncum: Tendrá lugar, por- convocatoria del Congr-eso, para la 

aprobac i óll, por parte del t)ueblo, de proyectos ce reforma constitucional o de 1ey 

que, a juicio de la mayoría absoluta de los integr-antes de una y otra cámara, 

oeban someter-se a este pr-ocedimiento. se hace esta exigenci.a con el fín de que el 

r-eferéndum tenga por- objeto el pronunciami ento directo (le la ciudadanía sobre 
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aquellos proyectos- de reforma constitucional o oe ley- que tengan esped al 7..1 
trascendencia nacional, y no para cualquiera oe ellos. De ahí que la convocatoria 

deba hacerla el propio Congreso, a través de una mayor'ía cal i f i cada eJe la mitad 

más uno oe los integrantes de una y otra cámara. 

B) El plebiscito: Tendrá lugar, por convocatoria del Gobjerno- Presidente de la 

República y la totalidad de los ministros-, con la ratificación de la mayoría 

simple de los congresistas (es decir, de aquellos que estén presentes en la 

correspondiente sesión a la cual se someta la convocatoria), pra que el pueblo se 

pronuncia sobre una iniciativa gubernamental. Es decir, que a diferencia del 

referéndum, en el plebiscito no hay pronunciamiento sobre el texto de una o 

varias normas, sino sobre una idea en concreto. Por ejemplo: "Quiere el pueblo 

colombiano, sí o nó, que refonne el Concordato con la Santa Sede?, o "quiere el 

pueblo colombiano, si o no, que se restablezca la pena de muerte para ciertos 

. delitos? " . Es obvio que tras el pronunciamiento del ~:meblo, por la vía 

plebisci taria, el Gobierno o el Congreso, segúr. el caso, deberán proceder a 

elabot.-ar la norma correspondiente, a través de los mecanismos constitucionales 

previstos para el efecto. Por lo demás, se estj pula expresamente que no podrán 

hacerse plebiscitos en torno a personas o a intereses de ti [Xl particular-, para 

evitar- que gobiernos autoritarios apelen a este procedimjento para fortalecer su 

posición, ccroo suelen hacerlo las dictaduras. 

C) La i niciat i va popular: Esta modalidad consiste en que es el ~ropio pueblo el 

que convoca a referéndum, sobre un proyecto de refonna constitucional o c.~e l~y, 

proven :; ente de su propia i niciatj va. Para ello se exige que la convocatoria la 

haga un número mínimo oe 50 mjl ciudadanos, oe:-:,iüamente ic1ent.ifi.cados con sus 

fi.rmas, p::-oceeirniento éste que, aunque com¿le jo ce Uevar a la práct i ca, ya es 

ut;lizado por civet.-sas cemocracjas del munso con resutlacos fX)s it;.vos. De todas 

formas tanto en éste CO~IO en los anteriores casos, la ]ey reglamentará ;lso 

mecan ismos res¿ectjvos. 

\, ., 
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ARTlCULO~.- Suprímase el Parágrafo transitorio del artículo 172. 

ARTICULOS-S- Agreguése al artículo 177 el siguiente Parágrafo transitorio: 

nCreáse por una sóla vez, para las elecciones de Congresistas y de Presidente 

de la República que tendrán lugar en 1994, una ciramscripción nacional especial 

para los partidos, rrovimientos o grupos políticos en que se hayan transformado, 

lU'la vez incorporados a la vida civil, los antiguos grupos o movimientos alzados 

en armas que se hayan acogido, en la forma establecida por la ley, a las 

amnistías o indultos concedidos por el Estado, a través de sus órganos 

competentes" • 

Se establece así, a través del anterior Parágrafo transitorio del artículo 177, 

la circunscripción nacional, o "circunscripción de paz", que se ha venído 

reclamando por parte de los diferentes grupos de alzados en armas, y de los que 

se han incorporado ya a la vida civil, corno es el caso del rí-19, y que, por lo 

demás había sido ya objeto de un acuerdo político entre el Gobierno y varias de 

esas organizaciones, con la aquiescencia de los partidos tradicionales. 

Recogemos esta iniciativa por considerar que ella puede contribuír decisivamente 

para que se afianze la paz en el país, toda vez que por intermedio de la 

circunscripción nacional obtendrán lo grupos rebeldes el espac io político de que 

hasta ahora han carecido, y podrán así llegar con sus candi.datos al Congreso y 

tener opción de competir, en franca lid, por la Presidencia ce la República. Pero 

como se trata, a todas luces, de una sj tuación privilegiada para determinados 

gru[X>s políticos, ella se concede por una sola vez, para las próximas elecciones 

generales, que tendrán lugar en 1994. Naturalmente quedan excluídos de esa 

situación los grupos de éielincuencia común organizada- paramilitares, 

narcotraficantes, etc.- que decida, como lo han intentado ya, constjtuírse en 

organ i zacione s de tirx> polí ti.co, para aS:l acogerse habilidosamente a los 

beneficios de la amnistía o el inciulto. 
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ARTICULO 51. - El artículo 179 quedará así: 

"El sufragio se ejerce como función constitucional. Todo 

obligación de ejercerlo. La ley determinará las excepciones y las sanciones por 

la emisión en el C\Jnl>limiento de este deber cívico". 

Proponemos, con la reforma del artículo 179, establecer en Colombia el voto 

obligatorio, tal como existe ya en muchas democracias del mundo, incluyendo a 

varios de los países hermanos de América Latina. El voto obligatorio se justifica 

por diversas y muy poderosas razones. En primer término, por razones de tipo 

jurídico. Es indispensable establecer, de una vez por todas, que el ejercicio del 

sufragio no es solamente un derecho político, sino que es además una función 

púnlica que incumbe a todo ciudadano, y que, en cuanto tal, es obligación cumplir 

con ella. Con toda razón decía el maestro León Duguit que el elector está 

obligado a votar como todo funcionario lo está a desempeñar su función". Esa 

función, que es de por sí muy sencilla pero, a la vez , trascendental, consiste en 

designar cada cierto tiempo, a través del voto, a los mandatarios del pueblo- que 

obra como mandante- con lo cual se le dá consistencia y sol idez al principio de 

la representación popular, piedra angular del régimen democrático. 

En segundo término, por razones políticas: para darle, como decimos, un 

fundamento más sólido a la democracia, a través de la consulta popular periódica, 

en la cual "todos los ciudadanos expresen claramente su opinión sobre cómo 

quieren ser gobernados. Nuestra democracia no puede seguir indefinidamente 

sostenj da sobre la base enclenque de un bipartidismo- que tiene mucho de 

artifici¡ü-, en el cual cada partido es en S1 mismo una minor í a, como se ha 

demostracl0 en cada una de las elecciones de los últimos treinta años. No puede 

seguirse hablando de "mayorías", cuando el total de l os votos depositados por los 

partj.dos es i nfet:"Íor al número de los abstencionistas. Esta situación falsea y 

deteriora gravern2nte la imagen de esta democracié\ que, con tanto esfuerzo, nos 

empeñamos En controír, y hace propicio el clima par-a su pcopi.a destcucción. 

En tercec lugar, y no menos importante, por r-azones cívicas. El voto obligator:lo 

contribuye for-zosamente a des?Grtat- la conciencia polJtica entre vastos sectores 

adormj lados ce la población, que se escudan en el fácil pcetexto cel 

:;-1 

Digitalizado por la Biblioteca Luis Ángel Arango del Banco de la República, Colombia.



.: __ "'"1. 

escepticismo, de la apatía o de la ignorancia, para abstenerse de participar en 

la vida pública del Estado, a través del voto. El voto obligatorio obligacá- 7</ 
valga la ceduncJancia- a esos sectores a comprometerse, al i.gual que los demás, en 

esta empcesa común que es la maccha del Estado, y contcibuye también, en última 

instancia, a despectar un sentimiento de solidacidad social, así como a inculcar 

la cultuca cívica y política aún entre los estamentos más marginados de la 

comunicad. 

Por lo demás, el voto obligatocio servirá de modo efectivo paca combatic y- por 

qué no- a eccadicac vi-=jos vicios de nuestca democracia corno el de la compcaventa 

ce votos y el del cl i entelismo por cuanto será más dificil y costoso- en técminos 

materiales- para los caciques tradicional es, llevar a efecto esas prácticas, 

cuando se tcata no ya de manipulac a pequeños conglomerados, sino a todo el 

gcueso de la ciudadanía. 

Para evitar las posibles injusticias que puedan cometecse mediante la 

obligatoriedad del voto, la ley que ceglamente esta institución se cuidacá de 

establecer las excepciones pertinentes. Por ejemplo, en razón de la edad, 

fijarnéJo la de 65 años como límite paca que el voto sea obl i gatocio, o poc 

razones de salud, acred i tando con antelación ante la cespect i 'la oficia oe la 

Registradur i a el impedimento, o por razones de distancia, eximiendo de la 

obl igación a quienes v i van a distanci as supec i oces, poc ejemplo , a 10 k i lómet cos 

del lugac más ?cóx i mo de votac i ón. En cuanto a las sanciones, éstas podrían 

cons i st ic en multas, desti tuc i ón de empleos públ i cos y otco t i po de i mped i mentos, 

como l os que se dan en los países donde ex i ste e l voto obligato~io. 

C ) I . .... , ~ \ ... ;;7,:'r' J 
\ '....... .. .. .," . .. -.. . . '" . \... " ... .. \.. .. . 
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ARTICUL05~- Artículo nuevo: 

" Cualquier ciudadano, grupos de ciudadanos o partido político, podrá hacer 

oposición al gobierno de turno, ciñéndose al ordenamiento jurídico vigente y a 

los principios que inspira la democracia. La oposici6n debe entenderse como una 

función pGblica encaminada a fiscalizar la acción gubernamental y a ofrecerle al 

pueblo alternativas en la orientación del Estado, dentro de los principios 

democráticos _ 

"La oposicióo gozará de las mismas garantías y los misroos derechos que se 

ofrezcan a los partidos adictos al gobierno. Los partidos de oposición cuyo 

caudal electoral sea superior al diez por ciento (l0%) del total nacional, 

tendrán acceso permanente a losmedios de canunicaci6n social del Estado, en los 

términos que la ley determine. 

" Para los cargos de Contralor General de la República y de Procurador General 

de la Nación deberá elegirse a un ciudadano afiliado al segundo partido que siga 

en votos al del Presidente de la República, en la elección presidencial. En tales 

dependencias se dará participación proporcional a los demás partidos de oposición 

con representación en el Congreso". 

"En todo caso, la ley determinará un estatuto de la oposicióo". 

15 
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El nuevo artículo que proponemos podría denominacse como el "est:atut6~ 

constitucional de la oposición". Intcoduce en la cacta a la oposición como una 

institución política que antes no figuraba, reconociéndola , paca empezar, como 

un derecho del cual son acreedores tanto cualquier ciudadano, individualmente 

considerado, como cualquier grupo de ciudadanos- entendidos como tales "los 

movimientos", "alianza", "sectores" o "frentes" de tjpo polítjco, y, desde luégo, 

los partidos poI i ticos propiamente dichos, bajo condición expresa de que ese 

derecho se ejerza dentro de los lineamientos del orden jurídico establecido y los 

princ ipios de la democracia. Es decir, que si la oposjción se hace por fuera de 

estos parametros, desconociendo el orden jurídico o yendo contra los principios 

democráticos , c5ejar-á de ser reconocida como un der-echo y, por tanto, no gozará de 

la protección ni de las garantías que el Estado debe brindade , conforme a l o 

dicho al comienzo del segunoo inciso. 
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La norma, por- otr-a par-te, define lo que debe entender-se por- "oposición" y le 

señala sus fines. en cuanto a lo pr-imero, señala que ésta es una "funci6n 

pública", es decir, que puede ejercerla cualquier ciudadano, individual o 

colectivamente , de manera pública y no privada ni subr-epticiamente. siendo un 

derecho consagrado en la propia Constitución, nadie tendrá por qué hacer 

oposición clandestina, ni apelar a medios que no puedan utilizarse públicamente 

para ello. La publicidad de la oposición está, por lo demás, garantizada en la 

segunda parte del inciso segundo,que obliga al Estado a dar acceso permanente a 

sus medios masivos de comunicación social a los partidos de oposición, siempre y 

cuando su caudal electoral no sea inferior al diez por ciento (10%) del total 

nacional. En cuanto a lo segundo, la norma señala 

esenciales: fiscalizar la acción del Gobierno 

a la oposición dos finalidades 

y ofrecerle al electorado 

alter-nativas en la orientación del Estado. Consideramos necesario reiterar aquí 

que todo ello debe hacerse "dentro de los principios democráticos". 

Consecuente con estos fines, y para facilitar aún más la eficacia democrática de 

la oposición, en el inciso tercero se determina expresamente que los principales 

cargos de fiscalización, esto es la Contraloría General de la República y la 

Procuraduría General de la Nación, deben estar en manos de la oposición. Y se 

concreta que sus titulares deben pertenecer al segundo partido en votos en las 

elecciones presidenciales, distinto del del Pr-esidente de la República. Pero para 

evi tar que se repitan los vicios que se han cr-iticado, especialmente a la 

Contraloría, sobre todo el de que estos organismos se convier-tan en botín 

burocr-ático de un solo parti¿o- en este caso el segundo en votacjón-, se señala 

además, que en ellos tendrán representación pr-oporcional todos los otros 

par-tidos de oposición que hayan obtenicJo representación parlamentaLia. 

) 
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TITULO XX 

ARTICULOSl.- Artículo nuevo: .o,! 
, ,, ' 7 ' .' .. . ~ \.;/ 7 

"Habrá una Corte Constitucional, integrada por ocho magistrados, elegl<hs-~f~ 
la misma corporación de ternas presentadas por el Consejo Superior de la 

Administraci6n de Justicia, quienes permanecerán en sus cargos mientras observen 

buena. conducta y no hayan llegado a la edad de retiro forzoso. 

"Para ser magistrado de la Corte Constitucional se requiere ser abogado 

especializado en derecho Público, y reunír las mismas calidades que para ser 

magistrdo de la Corte Suprema de Justicia". 

ARTICULO rz - Artículo nuevo: 

"A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad de la 
Constitución. En consecuencia tendrá las siguientes facultades: 

"la. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los proyectos de ley 

que hayan sido objetados por el Gobierno COIOO insconstitucionales, tanto por su 

contenido material cano por vicios de procedimiento en su formaci6n: 

"2a. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de todas las leyes y los 

decretos dictados por el Gobierno en ejercicio de las atribuciones de que tratan 

los artículo 76, ordinales 13 y 14 Y 80 de la Constitución Nacional, cuando 

fueren acusados ante ella de inconstitucionalidad por cualquier cilXladano. 

"3a. Decidir definitivamente, de oficio, sobre la exequibilidaO de todos los 

decretos dictados por el Gobierno en ejercicio de las atribuciones de que trata~ 

los artículos 121 y 122 de la Constituci6n Nacional. En estos casos cualquier 

ciudadano puede intervenir para defender o impugnar la constitucionalidad de 

dichos decretos. 

"4a. Decidir sobre la Constitucionalidad de los tratados públicos que hayan 

sido concluídos por el Gobierno, antes de su aprobaci6n por el Congreso. 

"En las acciones de inexequibilidad deberá intervenir siempre el Procurador 

General de la Nación. El Procurador dispondrá de un término de treinta días para 

rendir concepto y la Corte Constitucional de sesenta días para decidir. El 

incumplimiento de los términos es causal de mala conducta que será sancionada 

conforme a la ley" . 

La. cr-eación ce la Co r-te Cons t i tuc ¡.olla ] f !)r-oouesta en estos eJos nuevos a c t 1 culos f 
L L 

es otr-a ne c esicao s e nt j¿a oel paí s . Se tcata de 0stab.lecec un o eganismo 
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especializado que se encargue de 1 a tcascendental función de la defensa de la 

Constitución, tarea ésta hasta ahora confiada a la Corte Suprema de Justj cía, 

pacaleJ.amente con las ce servir- de tribunaJ de casadón en asuntos civiles, 

penale.s y laborales, aoemás de las atd.buciones judiciales que la Consti tución le 

confiere. En muchos palses del mundo moderno se ha instaurado este mecanismo de 

control jurisdicci.onal de constitucionalidacJ, e!'>tablec i c3o por primera vez en 

Austria, por iniciativa del eminente jurista Hans KeJsen, en 1920. Este sistema, 

llamado de "control concentrado", se implantó Juego en Italia en 1948, en 

Alernani a Feder-al en 19949, en Chipre en 1960, en Turquía y Yugoslavia en 1963 y 

en algunos otros países posteriormente. En Franc i a la Corte ConstitucionaJ. existe 

desde 1958 y tanto allr, como en los otros Estaoos donde funciona este t i. po de 

tribunaL los cesultados han sido ampliamente favocables. 

Colombia ha tenj.do sin duda uno de los sistemas (;e control ce constitucionalidad 

más comi.Jletos y, a la vez, más comiJlejos, que algunos tratadis tas han dado en 

llamar "difuso" , por cuanto en él intervienen, en distintas instanci.as, tooas las 

ramas del podec y, dentro de la jurisdiccional, tanto la Corte SUiJrema c~no el 

Consejo ce Estado. Se trata entonces ('e concentcar esta ce licada función en un 

tr ibunal indepenciente, com;:mesto por- especiali stas e n Derecho Público, con lo 

cual se le qui.ta a la Corte tan grande responsaojljdac3, que actualmente se suma, 

como antes se inc: .i.có, a las de servir de tribunal (ie máxima instancia en asuntos 

civiles, penales y labo:::-ales, además de Jos asuntos judiciales que le com?€ten. 

y, ce paso, se cor6ge la anomalía que con mucha frecuencia se ha presentado en 

esa alta cOLporacióJ1, e:1 los casos oe juici.os ce inconstitucional~cJad, cua:¡co 

OCULLe que Jas :x:mencjas tKesenta c as por la Sala ConstitucionaL jntegrada, según 

manoato de J.a CaLta, por ;nagistcados especia) istas en Derecil0 Público, son 

desconocidas o cecrotaoas en Sala Plena por los mag;stcacos especia15.stas en las 

otras áceas , ci vi 1, Denal y labocal. 

Como funci.ón nueva, (;ue se asigna él la COLte Constituci.onal , figura en e l numero' 

40. la Gel contr-ol ce constitucionalioac:, oe los U·atacos ~)úbl i.cos concluícJo~ roe 
el Gobiecl1o n?c i onal, antes ele ser ellos somet1cos a la a~xobación del Congceso . 

Se tcata con e] ' .0 ¿¡E' llena::- un grave vacJ.o qlle se ¡xesc:nta , actcalmente, en esta 

natecia de nuestra Cal·to, y qul? ha concucido é1 ser- ios ~xob lernas (e inteqxetacjón 
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sobre asunto tan delicado. Con esta disposici6n se define, de una vez Lx>r- todas '71 
oue los tr-atados públ icos I antes de conver-t ir-se en ley de la RepúbJ i ca I están 

sometidos I de la misma manera que cualquier otr-o pr-oyecto c;e ley I al conteol 6e 

un 6rgano jurisdiccional, en este caso c:e la Corte Constitucional. 

'. 

Digitalizado por la Biblioteca Luis Ángel Arango del Banco de la República, Colombia.



ARTICULO)4¡- Su¡;:rcímanse los artículos 214 y 217 de la Consbtución Nacional. 

La supcesión de estos ar-tículos obedece a qlJe, por una parte, la jurisdicción 

constitucional quedó en manos de la Corte Constituci onal: conforme al artículo 

de nuestro proyecto y, por la otra, las funciones hasta ahora encomendadas al 

Tribunal Disciplinario (art. 217), pasaron, como se explicó en la exposición de 

motivos del artículo 

l\dmin.i.stración de Justicia. 

de nuestro proyecto, al Consejo Superior de la 

so 
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ARTICULOSY.- El artículo 218 de la Constitución quedará así: 

" La Constitución podrá ser reformada por un Acto Constituyente, discutido y 

aprobado pcimerarnente por el Congreso en sus sesiones ordnarias; publicado por el 

Gobierno para su exámen definitivo en la siguiente legislatura ordinaria; por 

ésta nuevamente discutido y, Gltirnamente, aprobado p:>r la mayorIa absoluta de los 

iOOi viduos que integran cada cámara. Si el Gobierno no publ icare oportunamente el 

proyecto de Acto Constituyente, lo hará el presidente del Congreso. 

"Igualmente puede ser refomrada la COnstitución mediante los procedimientos de 

democracia directa establecidos en el artIculo .••• ". 

---

\ 
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